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REF: Acción de Tutela con medida Provisional para evitar la materialización de un 
perjuicio irremediable de que no sea asignado el rubro de la OCAD del Valle, que 
debe ser destinado para mí para poder estudiar con beca condonable por haber 
participado en CONVOCATORIA DEL FONDO DE CIENCIA, TECNOLOGÍA E 
INNOVACIÓN DEL SISTEMA GENERAL DE REGALÍAS PARA LA 
CONFORMACIÓN DE UNA LISTA DE PROYECTOS ELEGIBLES PARA SER 
VIABILIZADOS, PRIORIZADOS Y APROBADOS POR EL OCAD EN EL MARCO 
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BICENTENARIO y para proteger el derecho fundamental de petición, la necesidad 
de garantizar el mínimo vital, la igualdad de oportunidades en el trabajo y la 
participación política, entre otros a la educación como derecho constitucional, para 
que me sea garantizado el derecho a obtener el rublo por parte de la OCAD 
destinado para el Valle del Cauca para el estudio de becas bicentenario y poder 
estudiar el Doctorado en EIA, al mínimo vital y condiciones dignas.  
ASUNTO:  ARTÍCULO 13 DE LA CN, IGUALDAD SENTENCIA DE MAGDA 
LORENA CEBALLOS, JUEZ CUARTA ADMINISTRATIVA DEL CIRCUITO DE 
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OSCAR FERNANDO QUINTERO MESA, identificado como aparece al pie de mi 

firma, actuando en nombre propio, invocando el artículo 86 de la Constitución 
Política, acudo ante su Despacho para instaurar ACCIÓN DE TUTELA contra LOS 
ACCIONADOS, con el objeto de que se protejan los derechos constitucionales  
fundamentales que a continuación enuncio y los cuales se fundamentan en los 

siguientes hechos: 

 
HECHOS 

1. Me inscribí en la Universidad EIA, en el segundo semestre de 2018, con 

transferencia externa de la UNIVERSIDAD SANTIAGO DE CALI, del  programa de 
Maestría, Doctorado y posdoctorado,  con el objetivo de ser admitido y participar en 
la CONVOCATORIA DEL FONDO DE CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN 
DEL SISTEMA GENERAL DE REGALÍAS PARA LA CONFORMACIÓN DE UNA 
LISTA DE PROYECTOS ELEGIBLES PARA SER VIABILIZADOS, PRIORIZADOS 
Y APROBADOS POR EL OCAD EN EL MARCO DEL PROGRAMA DE BECAS DE 
EXCELENCIA DOCTORAL DEL BICENTENARIO. 
2. Di cumplimiento a todos los requisitos, incluyendo el proyecto que se debía 
presentar con unas características específicas, siendo seleccionado y soy parte de 
la lista de proyectos elegibles para ser VIABILIZADOS, PRIORIZADOS Y 
APROBADOS POR EL OCAD EN EL MARCO DEL PROGRAMA DE BECAS DE 
EXCELENCIA DOCTORAL DEL BICENTENARIO. 
3. De la Escuela de Ingeniería de Antioquia, me presentó ante Colciencias la 
directora del Programa de Maestría, Doctorado y Posdoctorado, Adriana Quinchía, 
la cual presentó mi proyecto, el escrito. Por tal motivo salí en los listados de todas 
las universidades del país que participaron y me fue notificado  vía  correo 
electrónico,   por la Directora de Programa de Doctora de Ingeniería el día 6 de 
mayo de 2020. (prueba 1: Correo de resultados becas bicentenario). 
4. Se envía una comunicación vía correo electrónico a la Señora Gobernadora del 
Valle, CLARA LUZ ROLDÁN GONZALES, informando que como docente 
perteneciente a la planta de la Gobernación, en de la convocatoria del Banco de 
Excelencia de la Gobernación, de la normal de Guacarí,  fui seleccionado y que le 
solicitaba contar con que fuera apoyado garantizando el rubro económico, para el 
pago de mis estudios de Maestría, Doctorado y posdoctorado,  para poder llevar a 
cabo mis estudios, debido a que no poseo empleo y sin ese rubro garantizado no 
podría hacer dichos estudios. (Prueba 2: Correo dirigido a la Gobernadora CLARA 
LUZ ROLDÁN GONZALES) 
5. Luego es enviada la comunicación vía correo electrónico con comunicado no. 
1-06-33.2 – a la dependencia encargada de definirlo, a nombre de la Doctora 



LORENA SOFIA VELASCO FRANCO, Directora Departamento Administrativo de 
Planeación, pero a partir de que es enviado, el comunicado por parte de la 
Gobernación, no se ha recibido ninguna comunicación al respecto. 
6. El día de hoy,  en mayo de 2019,  de acuerdo a la programación sale oficialmente 
la lista de los proyectos seleccionados y no se sabe si se ha materializado con la 
aprobación del recurso para mi, del FONDO DE CIENCIA, TECNOLOGÍA E 
INNOVACIÓN DEL SISTEMA GENERAL DE REGALÍAS PARA LA 
CONFORMACIÓN DE UNA LISTA DE PROYECTOS ELEGIBLES PARA SER 
VIABILIZADOS, PRIORIZADOS Y APROBADOS POR EL OCAD EN EL MARCO 
DEL PROGRAMA DE BECAS DE EXCELENCIA DOCTORAL DEL 
BICENTENARIO. 
7. Al llegar el correo electrónico a la Gobernadora, no respondió en los términos de 
los 10 días, confirmando la partida presupuestal para el pago de la beca, de la 
Maestría, Doctorado y posdoctorado, la manutención, como lo  indica la 
convocatoria, Como lo indica la figura del silencio administrativo, al no ser 
respondido en debida forma de manera pronta, oportuna y con una respuesta de 
fondo, dando alcance a la solicitud y debido a que ha sido por omisión, dando 
cumplimiento al debido proceso me otorga la seguridad de que el recurso ha sido 
destinado y el silencio administrativo, se convierte en silencio administrativo 
positivo, otorgándome el derecho de manera inmediata a que si no me destinaron 
el recurso, dado a la actuación de omisión, sean obligados a darme el recurso. 
8. El día 12/05/2020, siendo las 3:45 pm, Referencia. Traslado por competencia. 
Radicado 20202060177232 del 8 de mayo de 2020. Con documento firmado por el 
funcionario Jaime Humberto Jiménez Vergel, Coordinador Grupo de Servicio al 
Ciudadano Institucional, devuelven por competencia, el comunicado a Gobernación 
del Valle del Cauca, el cual hasta la fecha no se ha resuelto. 
9. En vista de que siendo las 05:46 de la mañana del día 29/05/2020 y no ha sido 
publicada la lista, para confirmarlo, acudo ante usted honorable Juez de la 
República, para que por favor, defienda mis derechos constitucionales invocados, 
violados por la entidad, al debido proceso, a una respuesta, clara, de fondo, 
oportuna y como opera el silencio administrativo positivo, la obligación de otorgar el 
recurso. 
10. Según comunicado enviado a mi correo electrónico, y a mi whatsapp, en fecha 
3 de Agosto de 2021, le fue notificado que ya la partida de los  Luis Hernando 
Castellanos, funcionario  delegado para hacer los trámites de legalización de los 
dineros, con destino a mi cuenta por valor, de 369.703.800, Trescientos sesenta y 
nueve millones, setecientos tres mil ochocientos pesos, moneda corriente,  tenían 
que consignarlos den mi cuenta desde la fecha de la consignación con intereses 
más los derechos de manutención como lo  indica el contrato con la Universidad 
Escuela de Ingeniería de Antioquia.  La Universidad de Antioquia, se robó el dinero 
consignado para mis estudios. 
11. Denuncié a la fiscalía General de la Nación, el robo de los dineros la beca por 
valor 369.703.800, Trescientos sesenta y nueve millones, setecientos tres mil 
ochocientos pesos, moneda corriente, la fiscalía le dio el trámite a la denuncia del 
robo por parte de Sara Lucía García Zapata <sara.garcia@eia.edu.co>; LUIS 
HERNANDO CASTELLANOS, RECTOR DE LA UNIVERSIDAD ESCUELA DE 
INGENIERÍADE ANTIOQUIA, ADRIANA QUINCHIA Y CONSEJO ACADÉMICO 



EL PROCESO SE DENUNCIA POR  
ges.documentalpqrs@fiscalia.gov.co<ges.documentalpqrs@fiscalia.gov.co>, CON 
COPIA A  
 

CC: 

Secretaria Sala Civil Tribunal Superior - Valle Del Cauca - Cali 
<sscivcali@notificacionesrj.gov.co>; 
CC: Juzgado 17 CivilCircuito - Valle Del Cauca - Cali 
<j17cccali@cendoj.ramajudicial.gov.co>; 
oscar quintero <ofdoquintero@hotmail.com>; 
Juzgado20 Civil Municipal - Valle Del Cauca - Cali 
<j20cmcali@cendoj.ramajudicial.gov.co>; 
njudiciales<njudiciales@valledelcauca.gov.co>; 
ntutelas@valledelcauca.gov.co <ntutelas@valledelcauca.gov.co>; 
nconciliaciones<nconciliaciones@valledelcauca.gov.co>; 
notificacionesjudiciales@funcionpublica.gov.co<notificacionesjudiciales@funcionp
ublica.gov.co>; 
adriana.quinchia@eia.edu.co<adriana.quinchia@eia.edu.co>; 
webmaster@eia.edu.co <webmaster@eia.edu.co>; 
quejas@procuraduria.gov.co<quejas@procuraduria.gov.co> 
 

 

 

 CALUMNIA BASADO EN EL PRECEDENTE JURISPRUDENCIAL DE OBLIGATORIO 

ACATAMIENTO DE LACORTE CONSTITUCIONAL POR LOS JUECES DE INFERIOR RANGO 

MP ANA LUZ ESCOBAR LOZANO FRAUDE A RESOLUCIÓN JUDICIAL Notificación Consejo 

AcadémicoEIA 

El Delito y las Penas del Prevaricato en Colombia  

El prevaricato es la actividad o acción que comete un juez o un servidor público con 
autoridad parabeneficiar a otra persona. Es decir, cuando un juez o Magistrado, o 
funcionario público de competencia,favorece a otro, violando los derechos 
Constituiconales consagrados en la Constitución y la ley, sincumplir los requisitos 
legales y sin llevar a cabo el debido proceso de la contratación pública o cuando 
unjuez concede un beneficio a otro sin cumplir con los requisitos de ley.Pero la 
conducta anterior, se convierte en delito cuando el juez o la autoridad que comete 
la acción seencuentra activo en sus funciones. De lo contrario solo será 
simplemente una acción sin validez punible.Se materializa cuando la decisión de un 
juez o de un político o de un policía o de un fiscal, Magistrado ofuncionario público, 
en medio de sus funciones tome partido por alguna de las partes involucradas enuna 
situación judicial porque la Ley establece mantener siempre la igualdad y la justicia 
para todos, peroque al final resultan no ser tan equitativas y justas.  
Artículo 413 del Código Penal Colombiano  
"El servidor público que profiera resolución, dictamen o concepto manifiestamente 
contrario a la ley, incurrirá en prisión de cuarenta y ocho (48) a ciento cuarenta y 
cuatro (144) meses, multa de sesenta yseis punto sesenta y seis (66.66) a 
trescientos (300) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para 

mailto:ges.documentalpqrs@fiscalia.gov.co%3Cges.documentalpqrs@fiscalia.gov.co
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el ejercicio de derechos y funciones públicas de ochenta (80) a ciento cuarenta 
ycuatro (144) meses. "Pero este delito también se da cuando un servidor público o 
un juez omite o se hace a un lado sobre  alguna decisión judicial; a esto se le conoce 
como prevaricato por omisión: "El servidor público que omita, retarde, rehuse o 
deniegue un acto propio de sus funciones, incurrirá enprisión de dos (2) a cinco (5) 
años, multa de diez (10) a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por cinco 
(5)años."Este delito, según lo ha señalado el portal Ámbito Jurídico, es uno de 
aquellos que más cambios harecibido en los últimos años, afectando 
considerablemente los posibles escenarios donde se comete prevaricato. 

 

From: Sara Lucía García Zapata sara.garcia@eia.edu.co 
Sent: Monday, December 6, 2021 11:57:18 AMTo: Doctor OSCAR FERNANDO 
QUINTERO MESA QUINTERO MESA <ofdoqm@hotmail.com>Cc: Nathalia Vélez 
López de Mesa <nathalia.velez@eia.edu.co>; Adriana María Quinchía 
Figueroa<adriana.quinchia@eia.edu.co>; Luis Hernando Castellanos Bastidas 
<luis.castellanos@eia.edu.co>; AlexanderUribe Betancur 
<alexander.uribe@eia.edu.co>Subject: Notificación Consejo Académico EIA 
 
 
Envigado, 6 de diciembre de 2021  
Señor 
ÓSCAR FERNANDO QUINTERO MESA 
Santiago de Cali  
Apreciado señor Quintero:  
A la fecha, la universidad EIA no ha recibido los documentos solicitados en notificación del 
25 denoviembre a saber: Certificado cuenta de ahorros no mayor a 30 días, RUT 

actualizado al 2021, copia  de la cedula de ciudadanía, remisión para la cual se le 
otorgó como plazo máximo el 30 de noviembre pasado.  
Tenga en cuenta que la documentación solicitada es requisito para el trámite de 
legalización delbeneficio y los desembolsos de los recursos, así mismo que estamos ad 
portas de la fecha límite parala legalización de dichos recursos para dar inicio al programa 

de Doctorado en Ingeniería en el mes deenero de 2022.  
Por lo anterior el Consejo Académico le otorgó como plazo perentorio para la remisión de 
ladocumentación el día 7 de diciembre de 2021 a las 10:00 a.m. y deberá ser remitida a 
los correoselectrónicos adriana.quinchia@eia.edu.co y luis.castellanos@eia.edu.co , en 
caso que usted no envíe ladocumentación en este plazo se entenderá como desistimiento 
a la Beca Bicentenario y se dará eldebido aviso al Sistema General de Regalías para 
renunciar a la ejecución del proyecto, y dar porterminado el proceso de legalización del 
beneficio.  
Atentamente,  
CONSEJO ACADÉMICO 

UNIVERSIDAD EIA 
Sara Lucía García 
Zapata 

Analista de Asuntos 
Jurídicos 

mailto:sara.garcia@eia.edu.co


+57 (4) 354 9090, opción 
1, ext. 338 
Sara.garcia@eia.edu.co 
www.eia.edu.co 
Vigilada Mineducación  
 
Se envió la información requerida, con root, cédula, cuenta de ahorros Davivienda, 
23 archivos en total con copia a los correos indicados  y a los siguientes  
Secretaria Sala Civil Tribunal Superior - Valle Del Cauca - Cali 
<sscivcali@notificacionesrj.gov.co>; 
CC: Juzgado 17 CivilCircuito - Valle Del Cauca - Cali 
<j17cccali@cendoj.ramajudicial.gov.co>; 
oscar quintero <ofdoquintero@hotmail.com>; 
Juzgado20 Civil Municipal - Valle Del Cauca - Cali 
<j20cmcali@cendoj.ramajudicial.gov.co>; 
njudiciales<njudiciales@valledelcauca.gov.co>; 
ntutelas@valledelcauca.gov.co <ntutelas@valledelcauca.gov.co>; 
nconciliaciones<nconciliaciones@valledelcauca.gov.co>; 
notificacionesjudiciales@funcionpublica.gov.co<notificacionesjudiciales@funcionp
ublica.gov.co>; 
adriana.quinchia@eia.edu.co<adriana.quinchia@eia.edu.co>; 
webmaster@eia.edu.co <webmaster@eia.edu.co>; 
quejas@procuraduria.gov.co<quejas@procuraduria.gov.co> 
 
Lo que oficializó la Escuela de Ingeniería de Antioquia fue el robo de mi proyecto y 
los 369.703.800, Trescientos sesenta y nueve millones, setecientos tres mil 
ochocientos pesos, moneda corriente,  tenían que consignarlos den mi cuenta 
desde la fecha de la consignación con intereses más los derechos de manutención 
como lo  indica el contrato con la Universidad Escuela de Ingeniería de Antioquia.   
 
13.  La denuncia fue dirigida a la fiscalía 49 de Cali, el proceso de la fiscalía se 
inicia con Estefanía Arias, y tenia que investigar el fraude a resolución judicial con 
radicado:  76001-31-03-012-2021-00173-01 del Magistrado Jorge Jaramillo 
Villamizar, Ana Luz Escobar  
 

mailto:quejas@procuraduria.gov.co%3Cquejas@procuraduria.gov.co


 
 



 
 
 



 
 



 
14. Solicité transferencia externa de la Escuela de Ingeniería de Antioquia a la 
Universidad del Valle, el proceso ser realizó, me fue notificado por MARTHA SOFÍA 
COTACIO TORRES, JEFA y la  LUDMILA MEDINA MONROY, COORDINADORA 
Área de Admisiones,   en  Cali, 17 de julio de 2025, Felicidades, este es el 
comienzo de un nuevo gran logro en su vida 



En nombre de la Dirección General de la Universidad del Valle nos complace darle 
la bienvenida. Usted hasido admitido(a) al Programa Académico de Posgrado 9197 
- DOCTORADO EN CIENCIAS AMBIENTALESpara el período AGOSTO - 
DICIEMBRE 2025. 
Para oficializar su ingreso a la Universidad usted deberá realizar los siguientes 
trámites:  
PASO 1 - REALIZAR LA MATRÍCULA FINANCIERA  
PASO 2 - REALIZAR LA MATRÍCULA ACADEMICA  
RESERVA DE CUPO 

• •  
Si usted no realiza la matrícula financiera y académica en las fechas 
establecidas, podrá perder el cupo. 
Cordialmente, 
MARTHA SOFÍA COTACIO TORRES 
JEFA 
División de Admisiones y Registro Académico 
LUDMILA MEDINA MONROY 

COORDINADORA 
Área de Admisiones 
A CONTINUACIÓN, SE DETALLAN LOS PASOS A SEGUIR PARA EL 
INGRESO A LA UNIVERSIDAD. 

Esta información estará disponible para consultar por tiempo limitado, por tal razón 
se recomienda imprimir oguardar toda la información que aparece a continuación:• 
15. La Escuela de Ingeniería de Antioquia, tenía que haber ya consignado el valor 
de los 369.703.800, Trescientos sesenta y nueve millones, setecientos tres mil 
ochocientos pesos, moneda corriente, y no lo ha hecho, también tenía que entregar 
los títulos de Maestria, doctorado y posdoctorado, desde que se conoció la lista de 
Elegibles en Mayo de 2020. 
2016.  La Universidad del Valle, no puede cobrarme la matrícula financiera por ser 
hijo de educadora pensionada del Magisterio, como lo indica el decreto 2277, en el 
artículo 40  
 
MINISTERIO DE EDUCACI0N  DECRETO 2277 DE 1979 (Septiembre 
14)  ESTATUTO DOCENTE  Por el cual se adoptan normas sobre el ejercicio de l
a profesión docente. El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las 
facultades extraordinarias que le confirió la ley 8ª de 1977, y oído el concepto de la 
comisión asesora prevista en el artículo 3 de dicha ley, 
Artículo 40. PRELACION Y GARANTIAS ESPECIALES PARA LOS 
HIJOS DE LOS  EDUCADORES. Los hijos de los docentes al servicio del Estado 
tendrán prelación para el ingreso a planteles oficiales y semioficiales exonerados 
del pago de matrículas y pensiones, siempre y cuando cumplan los demás 
requisitos exigidos por los respectivos establecimientos  educativos. También 
tendrán prioridad para la obtención de préstamos y créditos técnicos en el exterior 
para la financiación de los estudios profesionales en las distintas modalidades de 
educación. De iguales derechos gozarán los hijos de los docentes pensionados 
por el Estado por sus servicios a la educación oficial 



 
 



 
15)  En Matrícula financiera me indicaron que el hijo de Maestro, tiene matrícula 
cero por todo el doctorado. 
 
 
 



DERECHOS VULNERADOS 
Derecho fundamental de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución 
Política de Colombia de 1991, DERECHO FUNDAMENTAL A LA EDUCACION, 

AL MÍNIMO VITAL 
 
 
FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

Acudo ante su Despacho para solicitar la protección del derecho mencionado 
anteriormente. 
1. Sobre el derecho de petición frente a particulares. 
El Derecho de Petición es un derecho fundamental consagrado en el artículo 23 la 
Constitución Política de Colombia, y en los artículos 32 y 33 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
Con relación a la procedencia del derecho de petición frente a particulares me 
permito citar la reitera jurisprudencia sobre el tema: 
“Ya en el pasado, reiteradamente esta Corporación al pronunciarse sobre la 
procedencia de la acción de tutela para garantizar el derecho de petición frente a 
particulares, ha clarificado que el hecho de que no se haya reglamentado el derecho 
de petición respecto de organizaciones privadas, no impide que en ciertas 
circunstancias el derecho de petición se aplique en el ámbito de las relaciones entre 
particulares: 
“… Una cosa es que el derecho de petición no haya sido reglamentado respecto de 
organizaciones privadas y otra muy distinta que se admita, contra diáfanos 
postulados de la Constitución, que el trabajador actual o antiguo puede quedar 
sujeto al ‘sigilo’ de la entidad para la cual labora o laboró, no respecto de asuntos 
reservados o privados, sino en relación con derechos laborales suyos, salariales o 
prestacionales.” 
Así, en la sentencia T-001 de 1998 , se precisa el alcance del derecho de petición 
respecto de las organizaciones privadas, desde la óptica del constituyente; este 
pronunciamiento fue reiterado por esta Sala de Revisión en la sentencia T-111 de 
2002: 
“Con respecto al derecho de petición frente a organizaciones privadas la Asamblea 
Nacional Constituyente expuso su criterio de la siguiente manera: 
 
"Se extendería el derecho de petición ante organizaciones particulares para 
garantizar los derechos fundamentales. Hasta el momento los individuos se 
encuentran indefensos frente a los poderes privados organizados, pues no existen 
conductos regulares de petición para dirigirse a ellos, cuando han tomado medidas 
que los afectan directamente. La extensión de este derecho a los centros de poder 
privado, sería una medida de protección al individuo, que le permitiría el derecho a 
ser oído y a ser informado sobre decisiones que le conciernen. El objetivo es 
democratizar las relaciones en el interior de las organizaciones particulares y entre 
estas y quienes dependen transitoria o permanentemente de la decisión adoptada 
por una organización privada". 
El alcance de la expresión "organización privada" que emplea el art. 23 de la 
Constitución sugiere la idea de una reunión o concurso de elementos personales, 
patrimoniales e ideales, convenientemente dispuestos para el logro de ciertos 



objetivos o finalidades vinculados a intereses específicos, con la capacidad, dados 
los poderes que detenta, para dirigir, condicionar o regular la conducta de los 
particulares, hasta el punto de poder afectar sus derechos fundamentales.” 
En sentencia T - 377 de 2000 de la Corte Constitucional: 
a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los 
mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se 
garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a 
la participación política y a la libertad de expresión. 
b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y 
oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la 
autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse 
de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en 
conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en 
una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. 
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se 
concreta siempre en una respuesta escrita.  
e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a 
quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones 
privadas cuando la ley así lo determine. 
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante 
particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta 
un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición 
opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de 
petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho 
fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige 
contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho 
fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente. 
g) El rol del Estado y las universidades en el desarrollo del mandato constitucional 
de fomento de la educación, ciencia y la tecnología. 
h) • La educación es un derecho que implica un proceso de formación permanente, 
personal, cultural y social que se fundamenta en una concepción integral de la 
persona humana, de su dignidad, de sus derechos y de sus deberes. 
Ésta garantía se encuentra regulada en los artículos 67, 68 y 69 de la Constitución 
Política, como un derecho de carácter fundamental y de servicio público, que 
contiene una función social. 
La educación, es también necesaria para garantizar el mínimo vital, la igualdad de 
oportunidades en el trabajo y la participación política, entre otros; por lo tanto, debe 
estar encaminada al acceso a la cultura, a la formación en derechos humanos, la 
paz y la democracia. Sobre este punto se dijo en la sentencia T-787 de 2006, lo 
siguiente: 
"La Corte ha indicado en distintos pronunciamientos que la educación (i) es una 
herramienta necesaria para hacer efectivo el mandato de igualdad del artículo 13 
superior, en tanto potencia la igualdad de oportunidades[11]; (ii) es un instrumento 
que permite la proyección social del ser humano y la realización de otros de sus 
demás derechos fundamentales[12]; (iii) es un elemento dignificador de las 
personas[13]; (iv) es un factor esencial para el desarrollo humano, social y 



económico[14]; (v) es un instrumento para la construcción de equidad social[15], y 
(vi) es una herramienta para el desarrollo de la comunidad, entre otras 
características". 
La educación además de ser un derecho vinculado al desarrollo pleno de las 
personas, incide decisivamente en las oportunidades y en la calidad de vida de los 
individuos, las familias y las colectividades. El efecto de la educación en la mejora 
de los niveles de ingreso, la salud de las personas, los cambios en la estructura de 
la familia (en relación con la fecundidad y la participación en la actividad económica 
de sus miembros, entre otros), la promoción de valores democráticos, la convivencia 
civilizada y la actividad autónoma y responsable de las personas ha sido 
ampliamente demostrado[17], es decir que a pesar de ser un derecho autónomo se 
interrelaciona con otras garantías constitucionales, es decir que cumple un papel 
instrumental con respecto al derecho a la dignidad humana, a la vida, al trabajo, a 
la cultura, entre otros. 
El conocimiento y la formación académica son los pilares esenciales para el 
desarrollo de conocimientos científicos, sociales, culturales, geográficos y 
tecnológicos, entre otros, los cuales buscan la consecución de niveles óptimos de 
desarrollo personal de los individuos, para que éstos a la vez puedan aportar a la 
sociedad el respeto y protección de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales. Por tanto, el derecho a la educación es el eje fundamental para el 
desarrollo de la sociedad, y es obligación del Estado invertir en educación y ciencia, 
formando de esta manera personas en ello[19]. 

En igual medida, la Corte en sentencia T- 056 de 2011 afirmó que el 
derecho fundamental a la educación: (i) es objeto de protección 
especial del Estado; (ii) es presupuesto básico de la efectividad de 
otros derechos fundamentales, como la escogencia de una profesión 
u oficio, la igualdad de oportunidades en materia educativa y de 
realización personal, el libre desarrollo de la personalidad, el trabajo, 
entre otros y (iii) es uno de los fines esenciales del Estado Social y 
Democrático de Derecho. [20] 
Este Tribunal en diversas oportunidades ha expresado que para avanzar en la 
construcción de un país en el cual la ciencia y la tecnología contribuyan en la 
superación de las precarias condiciones económicas de nuestro entorno, es 
indispensable que el gobierno nacional fomente el permanente proceso de 
construcción de conocimiento por medio de la transformación y 
consolidación de sus principales instituciones educativas. En este este sentido 

la sentencia T-677 de 2004 afirmó: 

"Dentro del marco del fomento a la ciencia y la tecnología, el conocimiento 
funge no sólo como principio organizador de la estructura social sino como 
instrumento para interpretar y comprender la realidad, y en esta medida se 
consolida como un factor dinamizador del cambio social en la carrera por 
lograr modelos de desarrollo basados en procesos de inclusión social, toda 
vez que el producto de la ciencia y la tecnología puede ser utilizado como 



herramienta de desarrollo que permita la participación de todos los sectores 
sociales en la construcción del orden social, y en esta medida puede 
posibilitar la realización del principio de la igualdad material, ya que la 
igualdad de posibilidades educa􀀜vas y de acceso al conocimiento, potencia 
y materializa en gran medida la igualdad de oportunidades en la vida para 
efectos de la realización como personas". 
Ahora bien, conforme lo ha precisado la jurisprudencia de esta Corporación 
el derecho a la educación no solo goza de protección constitucional en su 
modalidad, primaria, básica y secundaria. Por el contrario, la educación 
universitaria debido a su interdependencia con otros derechos como la 

proyección social del ser humano, la dignidad y la equidad salarial posee una 
especial importancia en la Carta del 91. En este sentido la sentencia C-006 de 
1996 afirmó lo siguiente: 

"La consagración de Colombia como un Estado Social de Derecho, implica la 
consolidación de una estructura político-administrativa al servicio de la 
sociedad, en la cual priman los propósitos de justicia y equidad, los cuales se 
desarrollarán sobre el presupuesto del respeto a la diversidad y a la diferencia 
de los individuos que la conforman; en dicho esquema, el conocimiento, la 
cultura y el acceso a los desarrollos de la ciencia y la tecnología, se 
constituyen progresivamente en bienes cada vez más necesarios para el 
desarrollo integral de los individuos y por ende de la sociedad; ello, a su vez, 
le otorga a la educación la condición de derecho fundamental de las 
personas, y a los establecimientos que la brindan, el carácter de oferentes de 
un servicio público, por cuya calidad y pertinencia debe velar el Estado.  
de producción y adecuación del conocimiento, cuyo quehacer se  traduce 
fundamentalmente en las labores de docencia, investigación y extensión, 
entendida esta última como la función dirigida a articularlas con la sociedad 
de la cual hacen parte.[21]" 
En este orden de ideas, es claro que las instituciones universitarias tienen un 
papel primordial en la construcción de una sociedad más pluralista y justa, ya 
que una nación en el cual existe una mano de obra altamente calificada y 
capacitada para innovar en el campo de la industria, la ciencia y la tecnología, 
puede ser un verdadero motor de innovación y empleo para nuestro país tal y 
como lo reconoce el artículo 71 de la Carta de 1991. 
• El artículo 71 de la Constitución establece el deber en cabeza de las 

autoridades estatales de fomentar la ciencia y la tecnología en los siguientes 
términos: "El Estado creará incentivos para personas e instituciones que 
desarrollen y fomenten la ciencia y la tecnología y las demás manifestaciones 
culturales y ofrecerá estímulos especiales a personas e instituciones que 
ejerzan estas actividades". En desarrollo de esta disposición, el legislador 
expidió la Ley 30 de 1992, "por la cual se organiza el servicio público de la 
educación superior". Esta normatividad reguló la manera como el Estado y las 
instituciones educativas debían garantizar el fomento e innovación mediante 
la construcción de conocimiento universitario especializado. 



De acuerdo con el artículo 30 de la Ley en comento, el fomento, la 
inspección y vigilancia de la enseñanza corresponde al Presidente de 
la República el cual debe: (i)garantizar el derecho de los particulares 
a fundar establecimientos de educación superior conforme a la ley; 
(ii) adoptar medidas para fortalecer la investigación en las 
instituciones de educación superior y ofrecer las condiciones 
especiales para su desarrollo; (iii) facilitar a las personas aptas el 
acceso al conocimiento, a la ciencia, a la técnica, al arte y a los demás 
bienes de la  cultura, así como los mecanismos financieros que lo 
hagan viable; (iv) crear incentivos para las personas e instituciones 
que desarrollen y fomenten la técnica, la ciencia, la tecnología, las 
humanidades, la filosofía y las artes; y (v) fomentar la producción del 
conocimiento y el acceso del país al dominio de la ciencia, la 
tecnología y la cultura. 
En igual medida, las universidades públicas y privadas deben concurrir en la 

búsqueda del conocimiento científico y a la trasformación de la sociedad 
mediante la impartición de estructuras curriculares idóneos y de calidad, esto 
con miras a expandir la barrera del discernimiento mediante la innovación y 
la investigación. Sobre el particular el artículo 19 de la Ley 30 de 1992, 
estableció lo siguiente: 
"Son universidades las reconocidas actualmente como tales y las instituciones que 
acrediten su desempeño con criterio de universalidad en las siguientes actividades: 
la investigación científica o tecnológica; la formación académica en profesiones o 
disciplinas; y la producción, desarrollo y transmisión del conocimiento y de la cultura 
universal y nacional. Estas ins􀀜tuciones están igualmente facultadas para adelantar 
programas de formación en ocupaciones, profesiones o disciplinas, programas de 
especialización, maestrías, doctorados y post-doctorados, de conformidad con la 
presente ley". 
Para lograr el fomento y desarrollo de ciencia y la tecnología, las 
universidades se encuentran autorizadas para impartir programas de 
postgrado con el objeto de construir conocimientos investigativos 
específicos que contribuyan a la edificación de un universo de profesionales 
más capacitados en sus áreas de conocimiento. En esta medida tal y como lo 
reconocen los artículos 12 y 13 de la ley 30 de 1992, los programas de 
maestría, doctorado o post-doctorado deben buscar a través de la 
investigación e innovación expandir la frontera de la ilustración existente. 
Sobre el particular las referidas disposiciones establecen lo siguiente: 

"Artículo 12. Los programas de maestría, doctorado y postdoctorado tienen a 
la investigación como fundamento y ámbito necesarios de su actividad. Las 
maestrías buscan ampliar y desarrollar los conocimientos para la solución de 
problemas disciplinarios, interdisciplinarios o profesionales, y dotar a la 
persona de los instrumentos básicos que la habilitan como investigador en un 
área específica de las ciencias o de las tecnologías o que le permitan 



profundizar teórica y conceptualmente en un campo de la filosofía, de las 
humanidades y de las artes. 
Parágrafo. La maestría no es condición para acceder a los programas de 
doctorado. Culmina con un trabajo de investigación. 
Artículo 13. Los programas de doctorado se concentran en la formación de 
investigadores a nivel avanzado tomando como base la disposición, 
capacidad y conocimientos adquiridos por la persona en los niveles 
anteriores de formación. El doctorado debe culminar con una tesis". 
Muchas veces dependiendo del área de conocimiento a tratar, es posible que 
existan universidades, centros de investigación, institutos de conocimiento, o 
programas liderados por expertos que permitan a nacionales y extranjeros 
capacitarse adecuadamente en estudios superiores al interior del país. Sin 
embargo, en ciertos casos es indispensable para adquirir dichas habilidades salir 
de Colombia para insertarse en círculos de conocimientos más especializados, los 
cuales se encuentran en el común de los casos, en los centros universitarios y 
educativos de otros países. 
En este sentido el informe titulado "Aprovechamiento de la Diáspora e Inserción en 
Redes Globales de conocimiento" 
presentado al Banco Mundial expuso lo siguiente: 
"No puede desconocerse el papel trascendental de los becarios frente al fenómeno 
global en el cual, el acceso al conocimiento protegido depende en buena medida de 
contar con redes de intercambio de conocimiento donde la diáspora y los becarios 
en el exterior son fundamentales para acceder a ciertas comunidades que, dado su 
grado de especialidad y acceso a la capacidad de investigación que tienen los 
centros de excelencia a nivel mundial, sólo son abordables desde redes cien􀀜ficas" 
Sobre esta misma situación la Revista Iberoamericana de Ciencia, Tecnología 
y Sociedad – CTS, en un artículo titulado "La formación de posgrado en Colombia: 
maestrías y doctorados" 
afirmó: 
"La integración de la ciencia y la tecnología al desarrollo colombiano demanda 
la existencia de una sólida base de profesionales y técnicos, en todos los niveles de 
formación, pero muy especialmente a nivel de doctorado, debido a que el país 
adolece de investigadores altamente calificados. Para afrontar este reto se fueron 
combinando dos estrategias, a saber: (a) formación de investigadores en programas 
doctorales y de maestría en el exterior y (b) formación de investigadores en 
programas doctorales nacionales, para lo cual se requería el apoyo institucional y la 
consolidación de la infraestructura de doctorados nacionales. 
La primera estrategia es parte de la internacionalización de la ciencia y la tecnología. 
Les permite a los investigadores estar en la frontera del conocimiento y relacionarse 
con los grupos de excelencia y relevancia de la comunidad científica internacional. 
Esta modalidad permite la interacción y vínculos con grupos de investigación en 
diversas partes del mundo, así como la integración a redes internacionales del 
conocimiento. La segunda estrategia es complementaria de la anterior, y para su 
implementación se requiere el establecimiento y consolidación de programas 
doctorales nacionales, el financiamiento de infraestructura y proyectos y programas 
de investigación a largo plazo, la formación de jóvenes en su entrenamiento en 
investigación e innovación y el financiamiento de los estudiantes de doctorado, el 



financiamiento para la integración internacional a redes de conocimiento y el 
intercambio de investigadores con la comunidad internacional[22]". 
Así las cosas, es claro que desde el punto de vista constitucional y legal, el Estado, 
las universidades que se encuentran autorizadas para impartir programas de 
postgrado y los centros de investigación y desarrollo, tienen el deber de fomentar la 
ciencia y la tecnología en nuestro país con el objeto de eliminar las barreras 
científicas y tecnológicas que impiden el desarrollo económico de Colombia. Para 
ello, en algunos casos es válido y necesario que recurran a la infraestructura, 
recursos y conocimientos que se encuentran en la esfera nacional, sin embargo, en 
algunos casos es perfectamente plausible y aconsejable que dicho conocimiento 
sea adquirido en una nación extranjera. Para este fin, el envió de nacionales a 
prestigiosas universidades en el exterior con la promesa de regresar al país, puede 
ser una importante herramienta para conseguir los fines constitucionales 
consagrados en el artículo 71 de la Carta. 
eN Octubre doce (12) de dos mil veintiuno (2021) 
Accionante ANA LUCÍA CARDONA COLORADO 
TATIANA SALAZAR MARÍN (ACUMULADA) 
Accionado 
COLCIENCIAS- DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE 
CIENCIA , TECNOLOGÍA E INNOVACIÒN; FONDO DE 
CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÒN FC TEL DEL 
SISTEMA GENERAL DE REGALÍAS; ORGANO COLEGIADO 
DE ADMINISTRACIÒN Y DECISIÒN DEL FONDO; MINISTRIO 
DE CIENCIAS, TECNOLOGÍA E INNOACIÓN; UNIVERSIDAD 
TECNOLOGICA DE PEREIRA; COLFUTURO; MINISTERIO 
DE HACIENDA; DEPARTAMENTO DE RISARALDA 
Radicado 2021-00256-00 
2021-00208-00 ACUMULADA PROVENIENTE DEL 
JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 
PEREIRA 
Vinculados 
DEPARTAMENTO NACIONAL DE PLANEACIÓN – DPN; 
DIRECTOR DE INTELIGENCIA DE RECURSOS DE CIENCIA, 
LA TECNOLOGÍA Y LA INNOVACIÓN; LISTA DE ELEGIBLES 
DE LA CONVOCATORIA DEL PROGRAMA DE BECAS 
EXCELENCIA DOCTORAL DEL BICENTENARIO 
Procedencia Reparto 
Instancia Primera 
Temas y Subtemas Educación- Igualdad en conexidad con el debido proceso 
Procede el Despacho dentro de término de Ley, a resolver la acción de Tutela de la 
referencia. 
1. ANTECEDENTES 
1.1. LA DEMANDA. 
Las accionantes ANA LUCÍA CARDONA COLORADO y TATIANA SALAZAR MARÍN, 
presentaron acción constitucional de manera independiente y simultánea que fueron 
repartidas en diferentes juzgado, donde buscan que se protejan sus derechos 
fundamentales, a la educación, la igualdad en conexidad con el debido proceso, los 
cuales 



consideran han sido vulnerados por parte de COLCIENCIAS- DEPARTAMENTO 
ADMINISTRATIVO DE CIENCIA , TECNOLOGÍA E INNOVACIÒN; FONDO DE CIENCIA, 
TECNOLOGÍA E INNOVACIÒN FC TEL DEL SISTGEMA GENERAL DE REGALÍAS; ORGANO 
COLEGIADO DE ADMINISTRACIÒN Y DECISIÒN DEL FONDO; MINISTRIO DE CIENCIAS, 
TECNOLOGÍA E INNOACIÓN; UNIVERSIDAD TECNOLOGICA DE PEREIRA; COLFUTURO; 

MINISTERIO DE HACIENDA; DEPARTAMENTO DE RISARALDA, al no permitirles iniciar su 
doctorado como becarias elegidas en la Convocatoria del Programa de Becas de 
Excelencia Doctoral del Bicentenario. 
1.2. RELATO FÁCTICO. 
Relatan las accionantes que Colciencias, realizó en el año 2019, la apertura de la 
Convocatoria del Fondo de Ciencia, Tecnología e Innovación del Sistema General de 
Regalías, para la conformación de una lista de Proyectos elegibles, para ser 
viabilizados, priorizados y aprobados por el OCAD, en el marco del programa de Becas 
por Excelencia Doctoral del Bicentenario, cuya finalidad principal, es la de financiar la 
formación de profesionales colombianos a nivel de doctorado en los mejores 
programas del país para la generación y transferencia de conocimiento científico de 
alto impacto que contribuya al desarrollo económico, social y ambiental de las 
regiones. 
Dentro de ese marco y con el cumplimiento total de todos los requisitos señalados” 
presentaron sus nombres en noviembre de 2019, para ser posibles beneficiarias de 
dicha beca, y posteriormente, sus proyectos fueron aprobados por la universidad y 
remitido para su validación dentro de los parámetros de la convocatoria antes citada, 
y en mayo del mismo año, en la página de Minciencias y espacio oficial de la 
convocatoria, se publicó el listado definitivo de elegibles, donde figuran como 
beneficiarias. 
El 11 de noviembre de 2020, reciben un nuevo comunicado por parte de la dirección de 
posgrados en el cual se informa que: “En comunicación enviada el día 16 de octubre de 
2020 por parte de la Dirección General de Posgrados, informábamos a ustedes sobre el 
estado de la segunda Convocatoria del Programa de Becas de Excelencia Doctoral Del 
Bicentenario. En dicha comunicación se aclaraba sobre los recursos jurídicos 
interpuestos a MinCiencias, lo que llevó a la suspensión de los términos de dicha 
convocatoria. A la fecha de hoy, y de acuerdo al cronograma fijado por la universidad 
contemplando todas las gestiones que se deben agotar con MinCiencias, OCAD, DNP, 
Colfuturo y otras áreas administrativas, de planeación, financieras, académicas y 
jurídicas de la Universidad, confirmamos desde ya, que no será viable el inicio de 
estudios con las personas que aparezcan en el nuevo listado (que no sabemos cuándo 
se emita) para el período 2021-1 (Primer semestre del 2021). Estaremos informando a 
ustedes una vez se publique el listado de los beneficiarios, para establecer un nuevo 
cronograma en 2021”. 
El 16 de diciembre de 2020, indican que debe darse cumplimiento a la 'Modificación 
No. 3 del 9 de junio de 2020', que modificó el numeral 15 de los Términos de Referencia 
de la presente convocatoria, relacionados con la fase de estructuración y cumplimiento 
de requisitos de la normatividad del SGR, en el cual se establece que: “la fecha máxima 
para que las propuestas de proyectos cumplan con el trámite de verificación de 
requisitos del SGR será de hasta seis (6) meses, contados desde la publicación del 
listado definitivo de proyectos elegibles en la página web de MINCIENCIAS. 



Se hicieron algunos ajustes y el 24 de junio y 23 de julio y 13 de agosto del presente año, 
se les cita nuevamente a reunión informativa, pero en esta ocasión con el Coordinador 
del proyecto Manuel José Gómez para informar avances; sin embargo, en la misma no 
se dieron fechas de inicio, ni se abordó la discusión respecto a la legalización de los 
recursos para el sostenimiento y pago de matrícula. En una reunión realizada el 12 de 
agosto de 2021, se informa que el proceso sigue detenido como producto de las 
dificultades que presenta el departamento de Risaralda, no hay soporte de esta 
información porque fue dicha de forma oral. 
El día 20 de agosto reciben respuesta de MINICIENCIAS en la que se indican los retrasos 
con el departamento de Risaralda y se responsabiliza al OCAD: “Dada las dificultades 
que se han presentado en la migración de la información de las plataformas del 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público y los inconvenientes que han tenido los 
departamentos para realizar el proceso de marcación como beneficiario en el SPGR, a 
la fecha no ha sido posible dar inicio a la ejecución física y financiera del proyecto de 
inversión identificado con código BPIN 2020000100781 denominado “Formación de 
capital humano de alto nivel Universidad Tecnológica de Pereira - corte 2 Nacional. 
Después de las reiterativas solicitudes realizadas en las últimas semanas, se logró 
avanzar en la solución y la marcación en catorce (14) de los quince (15) departamentos 
en el SPGR, quedando faltando solo la correspondiente al departamento de Risaralda. 
El Ministerio de Hacienda y Crédito Público, ha manifestado que la solución del 
inconveniente con el Departamento de Risaralda, está por fuera de su competencia y 
que es la Secretaría Técnica del OCAD de CTI, la que debe realizar el proceso de 
asignación de los recursos para este Departamento. En consideración al tiempo que ha 
transcurrido y a la necesidad de iniciar el proyecto para no afectar a los beneficiarios 
del mismos, de manera respetuosa solicitamos la intervención del Ministerio de 
Ciencias para gestionar una solución definitiva”. 
El 26 de agosto se les informa: “Lamentablemente las dificultades en las plataformas de 
los Ministerios, han demorado la marcación oportuna en el SPGR de las Gobernaciones 
y de la realización de los procesos necesarios para tener una correcta ejecución 
financiera del proyecto ajustadas a las normas vigentes del Sistema General de Regalías 
y a los términos de referencia de la Convocatoria”. En la carta y en la reunión se insiste 
que la universidad no tiene la posibilidad de resolver los problemas que tienen 
nuevamente detenido el proceso y que no permite realizar la legalización de las becas, 
pero que, al iniciar algunos doctorados durante ese mes, se les da la posibilidad a los 
becarios de estar en calidad de asistentes, hasta que los problemas se resuelvan. En caso 
tal de que no se resuelvan, los asistentes becarios deberán decidir si pagar con recursos 
propios el semestre o abandonar temporalmente el proceso, hasta el año siguiente.  
En comunicado del 7 de septiembre se refiere a la firma del convenio con Colfuturo. No 
obstante, no se hace alusión al caso de los beneficiarios por Risaralda, y posteriormente 
en comunicado del 9 de septiembre se refiere: “una vez sea firmada el acta de inicio del 
Convenio con Colfuturo y se pueda dar el inicio al proceso con los beneficiarios, se podrá 
avanzar en el proceso de legalización del crédito educativo condonable. En tal sentido 
y con el propósito de que puedan ir avanzando en la recolección y alistamiento de los 
documentos, compartirnos el archivo que ilustra el proceso de legalización del crédito 
educativo condonable, haciendo claridad de que sólo se podrá iniciar hasta tanto 
Colfuturo lo determine. No obstante, no se hace alusión al caso de los beneficiarios por 



Risaralda”. 
El 15 de septiembre pasado, por medio de un grupo de WhatsApp, varios compañeros 
becarios informan que les estaba llegando a su correo electrónico un enlace para 
legalización de la beca. 
La Universidad Tecnológica de Pereira informa que el Departamento de Risaralda no 
ha podido marcarse en el SPGR y que la situación no había sido solucionada por el 
Ministerio de Hacienda y el Ministerio de Ciencias y por lo tanto la Gobernación de 
Risaralda no ha podido realizar el proceso de marcación del proyecto. 
Señalan que los demás beneficiarios, a excepción de los 5 beneficiarios de Risaralda, se 
encuentran realizando los trámites pertinentes para la legalización de los recursos, lo 
que los deja en desventaja, pues a la fecha no tenemos ningún tipo de acompañamiento, 
ni respuesta frente a la situación del departamento. 
En la gobernación de Risaralda les informan, que no es responsabilidad de la 
gobernación sino de la Secretaría Técnica del OCAD el que los recursos no estén 
viabilizados. 
Solicita la información por escrito, la radican de forma física, pero hasta el momento no 
se ha dado respuesta a la mencionada solicitud, y el 22 de septiembre de 2021, se envió 
al funcionario de la Universidad Tecnológica de Pereira un correo solicitando una 
reunión con todos los actores vinculados y tampoco se ha tenido ninguna respuesta 
hasta el día de hoy 28 de septiembre de 2021. 
Anotan que los plazos y cronogramas siempre fueron modificados, lo que denota un 
proceso con serias dificultades de organización. 
 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

Fundamento esta acción en el artículo 86 de la Constitución Política de 1991 y sus 
decretos reglamentarios 2591 y 306 de 1992. 
 
PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN. 
La demanda está dirigida en contra de entidades de orden nacional y departamental 
como COLCIENCIAS- DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE CIENCIA , TECNOLOGÍA E 
INNOVACIÒN; FONDO DE CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÒN FC TEL DEL SISTGEMA 

GENERAL DE REGALÍAS; ORGANO COLEGIADO DE ADMINISTRACIÒN Y DECISIÒN DEL 
FONDO; MINISTRIO DE CIENCIAS, TECNOLOGÍA E INNOACIÓN; ESCUELA DE 
INGENIERÍA DE ANTIOQUIA, ; COLFUTURO; MINISTERIO DE HACIENDA; 
DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL CAUCA,  razón por la cual se concluye que se trata 
de un caso de procedencia de la acción de tutela contemplado en el artículo 13 del 
Decreto 2591 de 1991. 
En cuanto a la inmediatez se observa que la acción se presentó dentro de los seis (6) 
meses siguientes a los hechos vulneradores y amenazantes de los derechos invocados. 
Sobre la subsidiariedad se tiene, que efectuado un análisis de los hechos y  pretensiones, 
con la procedencia jurisprudencial, de este principio, es decir: (i) cuando no se disponga 
de otro medio de defensa judicial para exigir la protección de los derechos 
fundamentales que han sido amenazados o vulnerados; (ii) cuando a pesar de la 
existencia formal de un mecanismo alternativo, el mismo no es lo suficientemente 
idóneo o eficaz para otorgar un amparo integral; o (iii) cuando, a partir de las 
circunstancias particulares del caso, pese a su aptitud material, el mismo no resulta lo 



suficientemente expedito para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable, evento 
en el cual procede el otorgamiento de un amparo transitorio, mientras el juez natural 
de la causa dirime la controversia, este Despacho considera que las actoras, no 
disponían de otro medio para buscar la protección de sus derechos, por lo que el mismo 
se cumple. 3. CASO CONCRETO 
De conformidad con la jurisprudencia en cita, la procedencia excepcional de la acción 
de 
tutela está sujeta a la verificación de unos requisitos generales. 
Las señoras ANA LUCÌA CARDONA COLORADO, TATIANA SALAZAR MARÌN y NATALÍA 
CARDONA, han instaurado acción constitucional, tendiente a que se protejan los 
derechos 
fundamentales a la educación, la igualdad en conexidad con el debido proceso, 
pretendiendo con las mismas, que las entidades involucradas realicen el efectivo 
desembolso de los recursos; suscriban los convenios interinstitucionales necesarios; y 
se 
haga la inscripción y legalización de los doctorados de manera efectiva y oficial, para 
como 
becarias elegidas. 
En el asunto de estudio, es importante tener en cuenta que por tratarse de un 
macroproyecto donde se involucran diferentes actores (entidades del orden nacional, 
departamental, entes autónomos vinculados y adscritos a diferentes ministerios, 
alumnos o becarios), donde cada uno tiene que desarrollar puntuales actuaciones, 
cumplir requisitos, que hasta que no queden perfeccionados, no se puede continuar con 
el proyecto. 
El Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación, fue quien creó la CONVOCATORIA 
DEL PROGRAMA DE BECAS DE EXCELENCIA DOCTORAL DEL BIECENTENARIO, donde 
señala las pautas, requisitos y etapas de la misma, y fue potestativo de los aspirantes 
acatarlos y opcionar a los créditos educativos, y quienes cumplieron con ellos, salieron 
enlistados en diciembre 16 de 2020, como beneficiarios. 
El proyecto de regalías, fue aprobado mediante Acuerdo 05 del 1º de junio del presente 
año; el 15 de junio, la UTP envía carta aceptando ser ejecutora de los proyectos del 
departamento de Risaralda; el 11 de agosto se cumple con los requisitos que exige el  
Sistema de Regalías, para la formalización de las becas; el 29 de septiembre pasado, el 
Ministerio de Hacienda aprueba el proyecto de inversión, quedando desbloqueada la 
asignación para Risaralda. En este momento, los beneficiarios deben cumplir con unos 
requisitos del crédito educativo condonable, para proceder a la inscripción y 
legalización del doctorado con Colfuturo. Posteriormente Colfuturo debe enviar 
información a la UTP, 
de quienes han cumplido con los requisitos para iniciar el trámite con el Sistema de 
Regalías y el Ministerio de Hacienda con el fin de realizar el pago de la matrícula del 
semestre y el sostenimiento y apoyo al becario. 
De las pruebas allegadas, se puede apreciar que efectivamente se vislumbra una 
vulneración del derecho a la educación de las accionantes, debido a la falta de 
planeación, tramitología interinstitucional, y diferentes dilaciones que ha tenido la 
convocatoria, pues claramente el cronograma de la misma establecía que el listado 
definitivo saldría el 30 de abril de 2020, pero la lista de beneficiarios sólo se emitió 



hasta 16 de diciembre del año pasado, así mismo establecía el cronograma que en 
junio de 2020 culminaba la etapa de estructuración de proyectos para dar inicio a la 
etapa de cumplimiento de requisitos de viabilización del SNR, pero lo cierto es que 
sólo hasta el 29 de septiembre de este año, es decir hace escasos días, se superó 
el trámite de apropiación presupuestal para la entidad designada como ejecutora 
del proyecto de inversión, es decir la Universidad Tecnológica de Pereira, y que en 
esa medida, sólo hasta ese momento podrá iniciarse con los trámites 
administrativos internos para la legalización de la ejecución del proyecto según los 
recursos aprobados. 
Debido a todas las dificultades, retrasos y demás externalidades presentadas en 
dicha convocatoria, las accionantes han visto frustradas sus expectativas de 
acceder de manera oportuna y a la par con los demás participantes a nivel nacional 
a sus programas de doctorado; viéndose avocadas a concurrir a dichos programas 
en calidad de asistentes con la esperanza de lograr legalizar su permanencia de 
manera adecuada para continuar con sus estudios. Al respecto la accionante 
Cardona Colorado en su escrito de tutela, indica que la universidad le manifestó que 
no tenía la posibilidad de resolver los problemas que tenían nuevamente detenido 
el proceso y que no les permitía realizar la legalización de las becas, pero que, al 
iniciar algunos doctorados durante ese mes, se les da la posibilidad a los becarios 
de estar en calidad de asistentes, hasta que los problemas se resuelvan, afirmando 
que en caso tal de que no se resuelvan, los asistentes becarios deberán decidir si 
pagar con recursos propios el semestre o abandonar temporalmente el proceso, 
hasta el año siguiente. 
Se puede apreciar de las pruebas que reposan en la presente actuación, que la 
mayor dilación en el proceso y por ende la vulneración de los derechos de las 
accionantes, como ya se indicó, obedeció al Ministerio de Hacienda debido a la falta 
de desbloqueo presupuestal asignado para el departamento de Risaralda 
$1.111.170.315,10, lo cual se concretó el 29 de septiembre pasado, monto con el 
cual se realiza la apropiación presupuestal al proyecto de inversión con código BPIN 
2020000100781, por lo que dicha dificultades escapaban de la órbita de la 
institución ejecutora UTP. 
El continuo retardo en el cumplimiento de las obligaciones de las entidades 
comprometidas en el programa, dilatan los términos prefijados, pues si uno de los 
entes incumple los plazos, paraliza el proceso, pues no se puede continuar hasta 
que el organismo implicado, cumpla su parte. Todas estas situaciones, no han 
permitido que las accionantes inicien su formación académica superior, y a claras 
luces vulneran su derecho a la educación y al debido proceso administrativo. 
Ahora bien, se observa que los nuevos calendarios académicos proponen como 
fecha de inicio el mes de febrero de 2022, para lo cual, a partir de la fecha actual le 
compete a la UTP, la ejecución del programa, con la etapa de inscripción y 
legalización de los doctorados y a cada becario la carga de aportar en las fechas 
allí señaladas, los documentos y llenar los requisitos exigidos en la 
CONVOCATORIA DEL PROGRAMA DE BECAS DE EXCELENCIA DOCTORAL 
DEL BIECENTENARIO, a fin de proceder a la inscripción en el doctorado elegido y 
de no verificarse de esta manera, no podrá concretarse la inscripción en el 
doctorado, y mucho menos, la posibilidad de legalizar el crédito educativo 
condonable, que dicho sea de paso, está también supeditado al buen desempeño 



académico de cada estudiante durante el periodo de financiamiento (tres o cuatro 
años según el caso), pues de no ser así, Colfuturo estaría encargada de cobrar y 
recuperar dicha cartera. 
En ese orden de ideas y en aras de salvaguardar el derecho a la educación y debido 
proceso administrativo de las accionantes ANA LUCÍA CARDONA COLORADO, TATIANA 
SALAZAR MARÍN y NATALIA CARDONA -coadyuvante- se ordenará a la UNIVERSIDAD 
TECNOLOGICA DE PEREIRA en su calidad de institución ejecutora, adelantar de manera 
inmediata todos los trámites a su cargo con el fin de garantizar que las accionantes, 
culminen exitosamente el proceso de inscripción y legalización como becarias en los 
doctorados de su interés antes del inicio de cada programa, proyectado según los 
calendarios académicos para febrero de 2022, sin sobrepasar el último día de dicho 
mes, siempre y cuando las becarias cumplan oportunamente con todas las exigencias 
establecidas en el programa DE BECAS DE EXCELENCIA DOCTORAL DEL 
BICENTENARIO. 
Se desvincularan a los demás integrantes de la parte pasiva directos y vinculados, 
excepto al Ministerio de Ciencia y Tecnologías, Ministerio de Hacienda, Colfuturo y 
OCAD, por cuanto eventualmente se podría requerir su intervención para el efectivo 
cumplimiento de la orden emitida a la institución ejecutora, en el entendido de que aún 
no se ha finalizado el proceso de implementación completa del programa de Becas de 
Excelencia Doctoral del Bicentenario. 
EL Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, Risaralda, administrando justicia en 
nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 
FALLA 
PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales impetrados por las señoras ANA 
LUCÍA CARDONA COLORADO, quien se identifica con la cédula de ciudadanía número 
1.088.248.082; TATIANA SALAZAR MARÍN, identificada con la cédula de ciudadanía 
número 1088.299.578; y NATALIA CARDONA, identificada con el documento número 
1.093.219276. SEGUNDO: ORDENAR a la UNIVERSIDAD TECNOLOGICA DE PEREIRA en 
su calidad de institución ejecutora, adelantar de manera inmediata todos los trámites a 
su cargo con el fin de garantizar que las accionantes, culminen exitosamente el proceso 
de inscripción y legalización como becarias en los doctorados de su interés antes del 
inicio de cada programa, proyectado según los calendarios académicos para febrero de 
2022, sin sobrepasar el último día de dicho mes, siempre y cuando las becarias cumplan 
oportunamente con todas las exigencias establecidas en el PROGRAMA DE BECAS DE 
EXCELENCIA DOCTORAL DEL BICENTENARIO. 
TERCERO: Desvincular a los demás integrantes de la parte pasiva, excepto al Ministerio 
de Ciencia y Tecnologías, Ministerio de Hacienda, Colfuturo, OCAD, por lo dicho en el 
acápite anterior. 
CUARTO: NOTIFÍQUESE a las partes el contenido de este fallo por el medio más expedito 
y eficaz, conforme lo dispuesto en el artículo 16 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 
5º del Decreto 306 de 1992. El incumplimiento a este fallo lo hará incurrir en desacato 
sancionable conforme el art. 52 ibidem. 
QUINTO: ORDENAR el envío de la presente acción ante la Honorable Corte 
Constitucional para su eventual revisión, en caso de no ser oportunamente impugnada 
dentro de los tres (03) días siguientes a su notificación. 
NOTIFÍQUESE, 



La Juez, 
MAGDA LORENA CEBALLOS CASTAÑO 
 
PRETENSIONES 
Con fundamento en los hechos relacionados, solicito al señor Juez disponer y 
ordenar a favor mío lo siguiente: 
1. Se reconozca mi derecho fundamental de petición al cual tengo derecho, en 
virtud del artículo 23 de la Constitución Política Nacional. 
2. Que se dé respuesta satisfactoria a la petición hecha por mí, por la 
Gobernadora Doctora CLARA LUZ ROLDÁN GONZALES y también a quien le 
derivó la responsabilidad del caso a la Señora LORENA SOFIA VELASCO 
FRANCO, Directora departamento Administrativo de Planeación, el día ( 12 ) de 
Mayo de (2020), que de acuerdo a lo establecido opera la figura de silencio 
administrativo positivo, con obligación se ser asignado el recurso económico 
destinado para la APROBACIÓN POR EL OCAD DEL VALLE EN EL MARCO DEL 
PROGRAMA DE BECAS DE EXCELENCIA DOCTORAL DEL BICENTENARIO. 
3. Se me respete La educación como un derecho que implica un proceso de 
formación permanente, personal, cultural y social que se fundamenta en una 
concepción integral de la persona humana, de su dignidad, de sus derechos y de 
sus deberes. Ésta garantía se encuentra regulada en los artículos 67, 68 y 69 de la 
Constitución Política, como un derecho de carácter fundamental y de servicio 
público, que contiene una función social. 
4. Se me garanticen los de derechos que a través de la educación, me confiere con 
la necesidad de garantizar el mínimo vital, la igualdad de oportunidades en el trabajo 
y la participación política, entre otros; por lo tanto, debe estar encaminada al acceso 
a la cultura, a la formación en derechos humanos, la paz y la democracia. Sobre 
este punto se dijo en la sentencia T-787 de 2006, lo siguiente: "La Corte ha indicado 
en distintos pronunciamientos que la educación (i) es una herramienta necesaria 
para hacer efectivo el mandato de igualdad del artículo 13 superior, en tanto 
potencia la igualdad de oportunidades[11]; (ii) es un instrumento que permite la 
proyección social del ser humano y la realización de otros de sus demás derechos 
fundamentales[12]; (iii) es un elemento dignificador de las personas[13]; (iv) es un 
factor esencial para el desarrollo humano, social y económico[14]; (v) es un 
instrumento para la construcción de equidad social[15], y (vi) es una herramienta 
para el desarrollo de la comunidad, entre otras características". 
5. Se Ordene,  que la educación además de ser un derecho vinculado al desarrollo 
pleno de las personas, incide decisivamente en las oportunidades y en la calidad de 
vida de los individuos, las familias y las colectividades. El efecto de la educación en 
la mejora de los niveles de ingreso, la salud de las personas, los cambios en la 
estructura de la familia (en relación con la fecundidad y la participación en la 
actividad económica de sus miembros, entre otros), la promoción de valores 
democráticos, la convivencia civilizada y la actividad autónoma y responsable de las 
personas ha sido ampliamente demostrado[17], es decir que a pesar de ser un 
derecho autónomo se interrelaciona con otras garantías constitucionales, es decir 
que cumple un papel instrumental con respecto al derecho a la dignidad humana, a 
la vida, al trabajo, a la cultura, entre otros. 



6. Se ORDENE, QUE El conocimiento y la formación académica son los pilares 
esenciales para el desarrollo de conocimientos científicos, sociales, culturales, 
geográficos y tecnológicos, entre otros, los cuales buscan la consecución de niveles 
óptimos de desarrollo personal de los individuos, para que éstos a la vez puedan 
aportar a la sociedad el respeto y protección de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales. Por tanto, el derecho a la educación es el eje fundamental 
para el desarrollo de la sociedad, y es obligación del Estado invertir en educación y 
ciencia, formando de esta manera, personas en ello[19]. 
7. Se ORDENE QUE se tenga en cuenta el derecho de igualdad como en igual 
medida, la Corte en sentencia T-056 de 2011 afirmó que el derecho fundamental a 
la educación: (i) es objeto de protección especial del Estado; (ii) es presupuesto 
básico de la efectividad de otros derechos fundamentales, como la escogencia de 
una profesión u oficio, la igualdad de oportunidades en materia educativa y de 
realización personal, el libre desarrollo de la personalidad, el trabajo, entre otros y 
(iii) es uno de los fines esenciales del Estado Social y Democrático de Derecho.[20] 
8. Se ORDENE QUE  a dar el trato igual a lo que este Tribunal en diversas  
oportunidades ha expresado que para avanzar en la construcción de un país en el 
cual la ciencia y la tecnología contribuyan en la superación de las precarias 
condiciones económicas de nuestro entorno, es indispensable que el gobierno 
nacional fomente el permanente proceso de construcción de conocimiento por 
medio de la transformación y consolidación de sus principales instituciones 
educativas. En este este sentido la sentencia T-677 de 2004 afirmó: 
En igual medida, la Corte en sentencia T-056 de 2011 afirmó que el derecho 
fundamental a la educación: (i) es objeto de protección especial del Estado; (ii) es 
presupuesto básico de la efectividad de otros derechos fundamentales, como la 
escogencia de una profesión u oficio, la igualdad de oportunidades en materia 
educativa y de realización personal, el libre desarrollo de la personalidad, el trabajo, 
entre otros y (iii) es uno de los fines esenciales del Estado Social y Democrático de 
Derecho.[20] 
Este Tribunal en diversas oportunidades ha expresado que para avanzar en la 
construcción de un país en el cual la ciencia y la tecnología contribuyan en la 
superación de las precarias condiciones económicas de nuestro entorno, es 
indispensable que el gobierno nacional fomente el permanente proceso de 
construcción de conocimiento por medio de la 
transformación y consolidación de sus principales instituciones educativas. En este 
este sentido la sentencia T-677 de 2004 afirmó: 
"Dentro del marco del fomento a la ciencia y la tecnología, el conocimiento funge no 
sólo como principio organizador de la estructura social sino como instrumento para 
interpretar y comprender la realidad, y en esta medida se consolida como un factor 
dinamizador del cambio social en la carrera por lograr modelos de desarrollo 
basados en procesos de inclusión social, toda vez que el producto de la ciencia y la 
tecnología puede ser utilizado como herramienta de desarrollo que permita la 
participación de todos los sectores sociales en la construcción del orden social, y en 
esta medida puede posibilitar la realización del principio de la igualdad material, ya 
que la igualdad de posibilidades educativas y de acceso al conocimiento, potencia 
y materializa en gran medida la igualdad de oportunidades en la vida para efectos 
de la realización como personas". 



Ahora bien, conforme lo ha precisado la jurisprudencia de esta Corporación el 
derecho a la educación no solo goza de protección constitucional en su modalidad, 
primaria, básica y secundaria. Por el contrario la educación universitaria debido a 
su interdependencia con otros derechos como la proyección social del ser humano, 
la dignidad y la equidad salarial posee una especial importancia en la Carta del 91. 
En este sentido la sentencia C-006 de 1996 afirmó lo siguiente: 
"La consagración de Colombia como un Estado Social de Derecho, implica la 
consolidación de una estructura político-administrativa al servicio de la sociedad, en 
la cual priman los propósitos de justicia y equidad, los cuales se desarrollarán sobre 
el presupuesto del respeto a la diversidad y a la diferencia de los individuos que la 
conforman; en dicho esquema, el conocimiento, la cultura y el acceso a los 
desarrollos de la ciencia y la tecnología, se constituyen progresivamente en bienes 
cada vez más necesarios para el desarrollo integral de los individuos y por ende de 
la sociedad; ello, a su vez, le otorga a la educación la condición de derecho 
fundamental de las personas, y a los establecimientos que la brindan, el carácter de 
oferentes de un servicio público, por cuya calidad y pertinencia debe velar el Estado. 

JURAMENTO 

 

Bajo la gravedad de juramento afirmo que no he presentado otra acción de tutela por los 

mismos hechos y derechos respecto de las peticiones hechas en esta tutela. Lo juro 

 

 

NOTIFICACIONES 

 

Dirección para recibir comunicaciones, tanto del accionante como del accionado. 

 

Al accionado OSCAR FERNANDO QUINTER MESA, al celular 3125692166 

Dirección electrónica:quinterooscarfernando41@gmail.com; 

A la accionada y demandada: 

Juez del juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, Magda Lorena Ceballos. 
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Accionante  ANA LUCÍA CARDONA COLORADO  
TATIANA SALAZAR MARÍN (ACUMULADA) 

Accionado   

COLCIENCIAS- DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE 
CIENCIA , TECNOLOGÍA E INNOVACIÒN; FONDO DE 
CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÒN FC TEL DEL 
SISTEMA GENERAL DE REGALÍAS; ORGANO COLEGIADO 
DE ADMINISTRACIÒN Y DECISIÒN DEL FONDO; MINISTRIO 
DE CIENCIAS, TECNOLOGÍA E INNOACIÓN; UNIVERSIDAD 
TECNOLOGICA DE PEREIRA;  COLFUTURO; MINISTERIO 
DE HACIENDA; DEPARTAMENTO DE RISARALDA  

Radicado  2021-00256-00  
2021-00208-00 ACUMULADA PROVENIENTE DEL 
JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 
PEREIRA 

Vinculados  

DEPARTAMENTO NACIONAL DE PLANEACIÓN – DPN; 
DIRECTOR DE INTELIGENCIA DE RECURSOS DE CIENCIA, 
LA TECNOLOGÍA Y LA INNOVACIÓN; LISTA DE ELEGIBLES 
DE LA CONVOCATORIA DEL PROGRAMA DE BECAS 
EXCELENCIA DOCTORAL DEL BICENTENARIO  

Procedencia  Reparto  

Instancia  Primera  

Temas y Subtemas  Educación- Igualdad en conexidad con el debido proceso   

  

Procede el Despacho dentro de término de Ley, a resolver la acción de Tutela de la 
referencia.  

  

1. ANTECEDENTES  

  

1.1. LA DEMANDA.  

Las accionantes ANA LUCÍA CARDONA COLORADO y TATIANA SALAZAR MARÍN, 
presentaron acción constitucional de manera independiente y simultánea que fueron 
repartidas en diferentes juzgado, donde buscan que se protejan sus derechos 
fundamentales, a la educación, la igualdad en conexidad con el debido proceso, los cuales 
consideran han sido vulnerados por parte de COLCIENCIAS- DEPARTAMENTO 
ADMINISTRATIVO DE CIENCIA , TECNOLOGÍA E INNOVACIÒN; FONDO DE CIENCIA, TECNOLOGÍA 
E INNOVACIÒN FC TEL DEL SISTGEMA GENERAL DE REGALÍAS; ORGANO COLEGIADO DE 
ADMINISTRACIÒN Y DECISIÒN DEL FONDO; MINISTRIO DE CIENCIAS, TECNOLOGÍA E 
INNOACIÓN; UNIVERSIDAD TECNOLOGICA DE PEREIRA;  COLFUTURO; MINISTERIO DE 
HACIENDA; DEPARTAMENTO DE RISARALDA, al no permitirles iniciar su doctorado como 
becarias elegidas en la Convocatoria del Programa de Becas de Excelencia Doctoral del 
Bicentenario. 

  

1.2. RELATO FÁCTICO.  



Relatan las accionantes que Colciencias, realizó en el año 2019, la apertura de la 
Convocatoria del Fondo de Ciencia, Tecnología e Innovación del Sistema General de 
Regalías, para la conformación de una lista de Proyectos elegibles, para ser viabilizados, 
priorizados y aprobados por el  OCAD, en el marco del programa de Becas por 
Excelencia Doctoral del Bicentenario, cuya finalidad principal, es la de financiar la  
formación  de  profesionales colombianos a nivel de doctorado en los mejores programas 
del país para la generación y transferencia de conocimiento científico de alto impacto que 
contribuya al desarrollo económico, social y ambiental de las regiones.   

 

Dentro  de  ese  marco  y  con  el  cumplimiento  total  de  todos  los requisitos señalados”  
presentaron  sus  nombres  en  noviembre de 2019, para ser posibles beneficiarias de 
dicha beca, y posteriormente, sus proyectos fueron aprobados por la universidad y 
remitido para su validación dentro de los parámetros de la convocatoria antes citada, y en 
mayo del mismo año, en la página de Minciencias y espacio oficial de la convocatoria, se 
publicó el listado definitivo de elegibles, donde figuran como beneficiarias. 

 

El 11 de noviembre de 2020, reciben un nuevo comunicado por parte de la dirección de 
posgrados en el cual se informa que: “En comunicación enviada el día 16 de octubre de 
2020 por parte de la Dirección General de Posgrados, informábamos a ustedes sobre el 
estado de la segunda Convocatoria del Programa de Becas de Excelencia Doctoral Del 
Bicentenario. En dicha comunicación se aclaraba sobre los recursos jurídicos interpuestos 
a MinCiencias, lo que llevó a la suspensión de los términos de dicha convocatoria. A la 
fecha de  hoy,  y  de  acuerdo  al  cronograma  fijado  por  la  universidad contemplando  
todas  las  gestiones  que  se  deben  agotar  con MinCiencias, OCAD, DNP, Colfuturo y otras 
áreas administrativas, de planeación,  financieras,  académicas  y  jurídicas  de  la  
Universidad, confirmamos desde ya, que no será viable el inicio de estudios con las 
personas  que  aparezcan  en  el  nuevo  listado  (que  no  sabemos cuándo se emita) para 
el período 2021-1 (Primer semestre del 2021). Estaremos informando a ustedes una vez 
se publique el listado de los beneficiarios, para establecer un nuevo cronograma en 2021”. 

 

El 16 de diciembre de 2020, indican que debe darse cumplimiento a la 'Modificación No. 
3 del 9 de junio de 2020', que modificó el numeral  15  de  los  Términos  de  Referencia  
de  la  presente convocatoria,  relacionados  con  la  fase  de  estructuración  y 
cumplimiento de requisitos de la normatividad del SGR, en el cual  se  establece  que:  “la  
fecha  máxima  para  que  las propuestas de proyectos cumplan con el trámite de 
verificación de requisitos del SGR será de hasta seis (6) meses, contados desde  la  
publicación  del  listado  definitivo  de  proyectos elegibles en la página web de 
MINCIENCIAS. 

 

Se hicieron algunos ajustes y el 24 de junio y 23 de julio y 13 de agosto del presente año, 
se les cita nuevamente a reunión  informativa,  pero  en  esta  ocasión  con  el  Coordinador  
del proyecto Manuel José Gómez para informar avances; sin embargo, en la misma no se 
dieron fechas de inicio, ni se abordó la discusión respecto a la legalización de los recursos 
para el sostenimiento y pago de matrícula. En una reunión realizada el 12 de agosto de 
2021, se informa que el proceso  sigue  detenido  como  producto  de  las  dificultades  que 
presenta  el  departamento  de  Risaralda,  no  hay  soporte  de  esta información porque 
fue dicha de forma oral. 

 

El día 20 de agosto reciben respuesta de MINICIENCIAS en la que se indican los retrasos 
con el departamento de Risaralda y se responsabiliza al OCAD: “Dada las  dificultades  que  
se  han  presentado  en  la  migración  de  la información de las plataformas del Ministerio 
de Hacienda y Crédito Público y los inconvenientes que han tenido los departamentos 
para realizar el proceso de marcación como beneficiario en el SPGR, a la fecha no ha sido 
posible dar inicio a la ejecución física y financiera del proyecto de inversión identificado 



con código BPIN 2020000100781 denominado “Formación de capital humano de alto 
nivel Universidad Tecnológica de Pereira - corte 2 Nacional. Después de las reiterativas 
solicitudes realizadas en las últimas semanas, se logró avanzar en la solución  y  la  
marcación  en  catorce  (14)  de  los  quince  (15) departamentos  en  el  SPGR,  quedando  
faltando  solo  la correspondiente  al  departamento  de  Risaralda.  El  Ministerio  de 
Hacienda  y  Crédito  Público,  ha  manifestado  que  la  solución  del inconveniente con el 
Departamento de Risaralda, está por fuera de su competencia y que es la Secretaría 
Técnica del OCAD de CTI, la que debe realizar el proceso de asignación de los recursos 
para este Departamento. En consideración al tiempo que ha transcurrido y a la necesidad 
de iniciar el proyecto para no afectar a los beneficiarios del  mismos,  de  manera  
respetuosa  solicitamos  la  intervención  del Ministerio de Ciencias para gestionar una 
solución definitiva”. 

 

El 26 de agosto se les informa: “Lamentablemente las dificultades en las plataformas de 
los Ministerios, han demorado la marcación  oportuna  en  el  SPGR  de  las  Gobernaciones  
y  de  la realización  de  los  procesos  necesarios  para  tener  una  correcta ejecución 
financiera del proyecto ajustadas a las normas vigentes del Sistema  General  de  Regalías  
y  a  los  términos  de  referencia  de  la Convocatoria”. En la carta y en la reunión se insiste 
que la universidad no  tiene  la  posibilidad  de  resolver  los  problemas  que  tienen 
nuevamente  detenido  el  proceso  y  que  no  permite  realizar  la legalización de las becas, 
pero que, al iniciar algunos doctorados durante ese mes, se les da la posibilidad a los 
becarios de estar en calidad de asistentes, hasta que los problemas se resuelvan. En caso 
tal de que no se resuelvan, los asistentes becarios deberán decidir si pagar con recursos 
propios el semestre o abandonar temporalmente el proceso, hasta el año siguiente.   

 
En comunicado del 7 de septiembre se refiere a la firma del convenio con Colfuturo. No 
obstante, no se hace alusión al caso de los beneficiarios por Risaralda, y posteriormente 
en comunicado del 9 de septiembre se refiere: “una vez sea firmada el acta de inicio del 
Convenio con Colfuturo y se pueda dar el inicio al proceso con los beneficiarios, se podrá 
avanzar en el proceso de legalización del crédito educativo condonable. En tal sentido y 
con el propósito de que puedan ir avanzando en la recolección y alistamiento de los 
documentos, compartirnos el archivo que ilustra el proceso de legalización del crédito 
educativo condonable, haciendo claridad de que sólo se podrá iniciar hasta tanto 
Colfuturo lo determine. No obstante, no se hace alusión al caso de los beneficiarios por 
Risaralda”.  
 
El 15 de septiembre pasado, por medio de un grupo de WhatsApp, varios compañeros 
becarios informan que les estaba llegando a su correo electrónico un enlace para 
legalización de la beca.  
 
La Universidad Tecnológica de Pereira informa  que el Departamento de Risaralda no ha 
podido marcarse en el SPGR y que la situación no había sido solucionada por el Ministerio 
de Hacienda y el Ministerio de Ciencias y por lo tanto la Gobernación de Risaralda no ha 
podido realizar el proceso de marcación del proyecto.  
 
Señalan que los demás beneficiarios, a excepción de los 5 beneficiarios de Risaralda, se 
encuentran realizando los trámites pertinentes para la legalización de los recursos, lo que 
los deja en desventaja, pues a la fecha no tenemos ningún tipo de acompañamiento, ni 
respuesta frente a la situación del departamento.  
 
En la gobernación de Risaralda les informan, que no es responsabilidad de la gobernación 
sino de la Secretaría Técnica del OCAD el que los recursos no estén viabilizados.  
 
Solicita la información por escrito, la radican de forma física, pero hasta el momento no se 
ha dado respuesta a la mencionada solicitud, y el 22 de septiembre de 2021, se envió al 



funcionario de la Universidad Tecnológica de Pereira un correo solicitando una reunión 
con todos los actores vinculados y tampoco se ha tenido ninguna respuesta hasta el día de 
hoy 28 de septiembre de 2021. 
  
Anotan que los plazos y cronogramas siempre fueron modificados, lo que denota un 
proceso con serias dificultades de organización.  
 

1.3.  TRÁMITE IMPARTIDO.  

  

Pese a que las tutelas de las señoras ANA LUCÍA CARDONA COLORADO y TATIANA 
SALAZAR MARÍN, ingresaron el 28 de septiembre de 2021, correspondiéndole el 
conocimiento a este Despacho judicial y al Quinto Administrativo del Circuito de Pereira, 
iniciando el trámite el mismo día, pero por la hora de ingreso se acumula la del juzgado 
administrativo, toda vez que contenían los mismos hechos, pretensiones y dirigidas a los 
mismos sujetos pasivos.  

 

Se le concedió a los accionados y vinculados, tres días, para que se pronunciaran acerca 
de los hechos y para que aportara pruebas.  

 

El MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO, informan que el grupo de sistema 
General de Regalías del Ministerio, por medio de memorando del 29 de septiembre de 
2021, en el que explican la competencia del ministerio; la ejecución de recursos del 
Sistema General de Regalías, el proceso que se debe adelantar en el Sistema de 
Presupuesto y Giro de Regalías –SPGR, la entidad ejecutora para el giro de recursos en 
cuanto al caso concreto señala que la institución que aprueba el proyecto de inversión, 
con corte a 29 de septiembre del año en curso, el Proyecto de Inversión con BPIN 
2020000100781, se encuentra asignado presupuestalmente por la totalidad del valor en 
el SPGR; no obstante se observa que la entidad ejecutora, aún no ha expedido Certificado 
de Disponibilidad Presupuestal, que en el caso de Risaralda, no se le ha asignado CDP, 
porque no han adelantado los pasos descritos para el pago de las obligaciones legales 
adquiridas desde la cuenta única del SGR en la cuenta del destinatario (art. 27 Ley 2056). 

 

Afirma que la acción constitucional es improcedente en su contra, ya que no han 
vulnerado o amenazado ningún derecho fundamental a la accionante. 

 

La UNIVERSIDAD EIZ (ESCUELA DE INGENIERIA DE ANTIOQUIA), por medio de su 
Secretaria General indica que la universidad hace parte de la lista de elegibles, pero no 
está vinculada a la acción de tutela, porque es ajena a la reclamación, por cuanto no tiene 
relación alguna con la accionante. 

 

La UNIVERSIDAD JORGE TADEO LOZANO DE BOGOTÁ, el representante legal suplente, 
indica que de conformidad con el Acuerdo 73 del primero de marzo, emitido por el OCAD, 
se definieron los términos de referencia de la convocatoria, para la financiación de 
proyectos que tuviesen por objeto, el otorgamiento de Becas de Excelencia Doctoral del 
Bicentenario; desconociendo los términos con los que se envió el proyecto a la UTP. 

 

En cuanto al listado de elegibles, son documentos oficiales publicados por Minciencias. 

 

Manifiesta que la entidad no ha vulnerado ningún derecho fundamental de la accionante; 
la universidad envió en debida forma la documentación requerida por Minciencias, que 
fue la que realizó la evaluación, atendiendo los criterios y términos de referencia que 
conocían los postulantes, por lo que solicita su desvinculación de la presente tutela. 



 

La UNIVERSIDAD DE LOS ANDES –UNIANDES, por conducto de su apoderado general, 
señala que no es sujeto pasivo ni activo en el presente proceso; que la accionante no es 
beneficiara de ninguna beca por parte de UniAndes y que el ente, no ha tenido ninguna 
injerencia o participación. 

 

Por su parte la oficina jurídica de la  FUNDACIÓN UNIVERSIDAD DEL NORTE, señala que 
la universidad no tiene injerencia en el presente trámite, toda vez que no  tiene 
conocimiento de las condicione fácticas y jurídicas de la presente acción; y en cuanto a la 
Convocatoria a la que alude la tutela, dicha Fundación, no ha tenido ningún inconveniente 
con respecto a desarrollo del programa, por lo que solicitó se les desvincule, por cuanto 
no tienen injerencia directa sobre los hechos que dieron lugar a la presunta vulneración 
de derechos. 

 

El MINISTERIO DE CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN, mediante comunicación 
remitida por el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica, manifiesta que la Convocatoria para el 
Programa de Becas de Excelencia Doctoral del Bicentenario, está dirigida a Instituciones 
de Educación Superior (IES) Colombianas, con programas de doctorado con registro 
calificado vigente del Ministerio de Educación nación, ara la   segunda cohorte, se 
presentaron 56 propuestas de proyecto. 

 

Inserta cuadro de criterios de evaluación, indicando que para  iniciar el proyecto de 
ejecución, deberá ser viabilizado, priorizado y aprobado por el OCAD del FCT y cumplir 
los requisitos del SGR. 

 

Informa que tiene una asignación presupuestal que incluye la fuente departamentalizada 
2021 y fuente de bolsa única 2022; y que el 14 de septiembre se desbloqueó el 10% de la 
apropiación presupuestal asignada, y por tanto para el departamento de Risaralda, este 
porcentaje correspondiente a $1.111.170.315,10,  con los cuales se realizó la apropiación 
presupuestal al proyecto de inversión con código BPIN 2020000100781 (26 de 
septiembre de 2021), y la entidad encargada de la inscripción y legalización del doctorado 
de manera efectiva y oficial, es decir, la ejecutora, es la Universidad Tecnológica de 
Pereira, que puede continuar con los trámites administrativos internos para la ejecución 
del proyecto, según los recursos asignados. 

 

Hace referencia a las convocatorias públicas del Ministerio, de que no se está vulnerando 
el derecho a la educación, ya que se cuenta con diferentes modalidades de estudio para 
que las personas accedan a la educación superior, a través de operadores que suministren 
el servicio público. 

 

Expresa que las consecuencias relacionadas con la aplicación inequívoca de los términos 
de referencia de la convocatoria y sus anexos, en el marco de la ejecución de las funciones 
propias a esta entidad, no se puede apartar bajo ninguna premisa de la convocatoria 
pública, protegiéndose el debido proceso, pues además, ante los requerimientos de la 
accionante, pues no se le ha impedido el derecho a la defensa y contradicción,  las 
actuaciones han sido públicas y de manera transparente. 

 

Indica que a la fecha,  por parte del Ministerio, se ha superado el trámite de apropiación 
presupuestal para la entidad designada como ejecutora del proyecto de inversión  
identificada con el código BPIN 2020000100781, correspondiéndole ahora a la UTP, como 
ejecutora, continuar con los trámites administrativos internos para la legalización de la 
ejecución del proyecto según los recursos aprobados, presentándose para esta accionada, 



una carencia de objeto por hecho superado, por tanto solicita, se abstenga el Despacho de 
proferir decisión alguna en su contra. 

 

Por su parte, del DEPARTAMENTO DE RISARALDA, manifiestan que sólo hasta el 27 de 
septiembre del año en curso, fue posible que el Ministerio de Hacienda y crédito Público, 
la Secretaría Técnica del OCAD del FONDO DE CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN, 
realizaron el proceso de asignación presupuestal; y ahora la encargada de la ejecución del 
proyecto es la UNIVERSIDAD TECNOLOGICA DE PEREIRA. 

 

Afirman que el pasado 29 de septiembre, se envió a dos beneficiarios del programa 
CODETI del departamento de Risaralda, Acta de cómo funciona el proceso y comunicación 
de la UTP, donde explica situaciones presentadas en MINCIENCIAS. 

 

Solicita se desestimen las pretensiones en su contra, por cuanto el departamento de 
Risaralda, sólo es responsable de la definición de proyectos de inversión, sometidos a su 
consideración, como miembro del COAD, que se financiaran con recursos del Sistema 
General de Regalías, nada tienen que ver con la ejecución de proyectos o inconvenientes 
de índole financiero; se presenta además, falta de legitimación en la causa por pasiva, toda 
vez que el departamento de Risaralda, no ha vulnerado derecho fundamental a la 
educación de las accionantes. 

 

La UNIVERSIDAD AUTÓNOMA DE MANIZALES,  señala que participaron en la 
convocatoria en el año 2019, y tres de sus alumnos fueron beneficiados, empezando uno 
de ellos, el segundo semestre del 202 y los otros dos, en agosto de este año, sin que a la 
fecha hubieran iniciado el desembolso. 

 

De la UNIVERSIDAD DE CALDAS, advierten, que la presente acción no tiene relación con 
la universidad, porque no han vulnerado derecho alguno de la señora Cardona, y solicitan 
se les desvincule del trámite. 

 

COLFUTURO, es la entidad que presta colaboración con la Convocatoria para la 
conformación de una lista de proyectos elegibles.  Indican que el programa de becas se 
financian, con recursos de naturaleza pública del Sistema General de Regalías de 
Educación, asignadas a cada departamento y transferidos desde el Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público; la asignación está sujeta a condiciones y requisitos conocidos por los 
beneficiaros de las universidades, y la Fundación para el Futuro de Colombia-
COLFUTURO, no participa en ninguno de estos procedimientos, no es una entidad de 
derecho público, no selecciona beneficiarios, no asigna recursos ni realiza actuaciones 
administrativas para la efectiva ejecución de recursos. 

 

Señala también COLFUTURO, que una vez asignados los recursos a cada ente 
universitario, mediante Certificado de Disponibilidad presupuestal, para este asunto, la 
UTP, puede celebrar convenios de cooperación con entidades especializadas en manejo 
de becas y créditos educativos de nivel superior.  La universidad envía lista a COLFUTURO, 
los beneficiaros seleccionados que cuentan con certificado de disponibilidad 
presupuestal, para proceder a legalizar la  relación contractual con cada uno de los 
beneficiarios (contrato de crédito condonable), donde se plasman condiciones en que el 
beneficiario cursará el programa educativo y requisitos necesarios para acceder a la 
condonación. 

 

Una vez legalizada la relación contractual con el beneficiario, COLFUTURO se encarga del 
seguimiento académico e informa sobre cumplimiento de las condiciones académicas, 



para que se proceda a realizar los desembolsos durante el periodo de financiación (48 
meses); si el beneficiario no cumple condiciones para condonar, COLFUTURO es el 
encargado de cobrar y recuperar dicha cartera. 

 

Se presenta falta de legitimación e la causa por pasiva, puesto que COLFUTURO, actúa bajo 
el marco contractual, actúa bajo el marco contractual que establece el Convenio de 
Cooperación, siendo un mandatario de la UTP, siendo  su actuación, legalizar contratos de 
crédito condonables donde no aparece la actora, por lo cual, solicita se desvincule del 
presente trámite. 

 

De la UNIVERSIDAD TECNOLOGICA DE PEREIRA, anuncian que las modificaciones a los 
cronogramas, no han sido dadas por la universidad; además, la accionante no ha cumplido 
con las exigencias de la entidad cooperante, pues hace falta iniciar el proceso de 
legalización del crédito educativo y a la universidad solo le queda esperar, que en el nivel 
central, tomen decisiones y les comuniquen el aval que la actora persigue y proceder. 

 

También señala que las pretensiones de la señora Ana Lucía, no son coherentes, pues la 
UTP está sometida a los trámites de las instituciones que manejan recursos económicos y 
que además no se pueden pretermitir normas y conceptos, cuando ya están definidos para 
todos los beneficiaros de la beca, y que en Risaralda se iniciará en el mes de febrero de 
2022, con lo que se comprueba que no se ha vulnerado ningún derecho fundamental, 
solicitando su desvinculación de los efectos directos de esta acción. 

 

Señala así mismo que si bien la accionante se encuentra en lista de beneficiarios Beca 
Bicentenario, aún no han realizado la matrícula financiera, para lo cual, el programa 
mediante memorando del 29 de  septiembre del año en curso, trasladó la inscripción 
realizada en el primer semestre de 2020, al primer semestre del 2022, con el fin de que 
pudiera aplicar a la beca, por lo que su recibo de pago puede ser consultado en la página 
web de la universidad(www.edu.co/inscripciiones, paso 4, a partir  del 26 de noviembre 
de 2011, hasta el 1 de febrero de 2022; con este trámite y los consignados en un 
documento que anexan, se demuestra que si ha habido acompañamiento en el proceso. 

 

La UTP, ha realizado las gestiones necesarias, acatando los requerimientos de solución a 
las entidades encaradas para que se refleje en el SPGR, el recurso para cinco beneficiarios 
del departamento de Risaralda y avanzar en los procesos previos, que permitan la 
formalización del crédito educativo condonable.  Adjuntan entre otros documentos, el 
Acuerdo 28 del 29 de  junio de 221,  que aprueba el calendario académico para el 
programa de doctorado. 

 

La señora NATHALIA CARDONA HURTADO, manifiesta que interviene como coadyuvante 
por ser parte de los becarios beneficiarios del departamento de Risaralda, que no han 
podido legalizar el trámite correspondiente, por circunstancias ajenas a su voluntad, 
atribuibles a los funcionarios de las entidades vinculadas a la acción de tutela, que se 
iniciaron a partir del mes de octubre de presente año, quedando por fuera del proceso 
porque sus doctorados no tienen cohortes semestralizadas y su apertura, está sujeta a la 
demanda del mismo, por lo que pueden pasar varios semestres sin que puedan iniciar 
estudios, y por lo mismo, perder la beca.  No se ha cumplido con el plazo establecido para 
la convocatoria (6 meses que se cumplieron en julio de este año) y a penas ahora, entregan 
un derrotero a seguir y que piensan cumplir para el 30 de noviembre.   

 

Indica que se ve afectada, pues para tener dedicación completa al doctorado sin tener 
certeza de la fecha de inicio, que era en agosto de este año, tuvo de limitar asuntos 
laborales y la cara académico como docente, desmejorando sus entradas económicas para 

http://www.edu.co/inscripciiones


su subsistencia y la de su familia.  Pide que como coadyuvante, se le restablezca sus 
derechos fundamentales. 

 

La UNIVERSIDAD ANTONIO NARIÑO, se pronuncia diciendo que no tiene beneficiarios 
financiables del departamento de Risaralda, y que en los de su entidad, han tenido 
desistimiento y postergaciones para enero de 2022, que las comunicaciones son 
constantes con los estudiantes. Señala que la universidad no tienen vínculo con ninguna 
de las entidades accionadas que son las que se deben pronunciar sobro el fondo de las 
pretensiones, pidiendo se les excluya del trámite constitucional. 

 

El representante legal de la ESCUELA COLOMBIANA DE INGENIERÍA JULIO GARAVITO, 
afirma que la Escuela participó en la convocatoria, siendo beneficiaria solo hasta la 
segunda cohorte del año 2021, de dos becas, de acuerdo  con el cronograma, indicando 
que sólo hasta el 3 de  septiembre de este año, el Sistema General de Regalías, giró a los 
beneficiarios y a las instituciones, lo correspondiente al primer desembolso. 

 

El representante legal del DEPARTAMENTO NACIONAL DE PLANEACIÓN -DNP, se refiere 
a las competencias y funciones de la Dirección del Sistema General de Regalías del DNP, 
del OCAD y la Secretaría Técnica del OCAD, y las pretensiones de la acción de la tutela,  
desbordan las competencias, incumpliéndose el principio de legalidad, pues el llamado a 
responder es el MINISTERIO DE CIENCIAS, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN, y para la 
ejecución del proyecto, la UNIVERSIDAD TECNOLOGICA DE PEREIRA, solicitando la 
improcedencia de la acción en su contra por la probada falta de legitimación en la causa 
por pasiva. 

 

La UNIVERSIDAD INDUSTRIAL DE SANTANDER, indica que notifica de la acción de tutela 
a los vinculados de la lista de elegibles de la convocatoria (56 propuestas de proyectos) 

 

La UNIVERSIDAD NACIONAL, allegó  correo indicando, que al revisar los documentos y el 
auto admisorio de la tutela, no se observa que la institución actúa como parte o vinculada. 

 

La señora Erika Lorena Medina Miranda, en correo electrónico, indica que es una líder 
estudiantil en proceso de Becas Bicentenario corte 2, y que le gustaría contar desde su 
perspectiva cuál ha sido el recorrido del proceso, se le indica que si tiene interés legítimo 
en la presente acción y lo considera oportuno, intervenga. 

 

Ante el requerimiento hecho al DEPARTAMENTO DE RISARLADA y  la UNIVERSIDAD 
TÉCNOLOGICA DE PEREIRA, para que se pronunciaran, respecto de los trámites que han 
impartido al proceso que nos convoca, a partir del pasado 29 de septiembre hasta la fecha, 
y si en vista de las circunstancias actuales el cronograma de la convocatoria ha sido 
modificado, en caso negativo aclarar sobre la viabilidad de ajustar el mismo a la realidad 
actual, teniendo en cuenta que, según la afirmación anterior, ya se cuenta con la 
disponibilidad presupuestal del proyecto becas bicentenario.?   

 

El Rector de la UTP informa que el 29 de septiembre, fueron notificados por Minciencias 
del DMSTOCAD 20210170619741, de fecha 27/09/2021, donde hacen conocer a las 
partes involucradas en el proceso que ha sido desbloqueado y puede segur su ejecución, 
por cuanto ya se realizó la asignación presupuestal para el departamento de Risaralda.  
Adjuntan copia de la Ley 2056 de 2020, que regula el Sistema General de Regalías, en la 
que indica cómo se debe tramitar la ejecución.  Señala finalmente, que ya están en contacto 
con las partes involucradas, a efecto de que se garantice el inicio en la fecha prevista. 

 



Por su parte, el DEPARTAMENTO DE RISARALDA manifiesta que el ente realizó desde el 
marco de sus competencias, las acciones correspondientes en el aplicativo dispuesto por 
el Ministerio de Hacienda y Crédito Público denominado Sistema de Presupuesto y Giro 
de Regalías (SPGR) en el cual una vez validado el proceso y realizada la asignación 
presupuestal por parte de la Secretaria Técnica del Fondo de Ciencia,  Tecnología  e  
Innovación al  proyecto  en  mención con  cargo  a  los recursos correspondientes del 
Departamento de Risaralda, la entidad procedió a realizar la marcación del tercero 
beneficiario del proyecto. 

 

Con lo anterior, le corresponde a la entidad designada como ejecutora del proyecto de 
inversión, en el marco de su autonomía administrativa  y responsabilidades  en  el  marco  
de  la  normativa  desarrollada  del  Sistema General  de  Regalías, adelantar  los  pasos  y 
realizar la ordenación del gasto para el pago de las obligaciones legalmente adquiridas 
desde la Cuenta Única del SGR a la cuenta del destinatario final como lo señala el artículo 
27 de la Ley 2056”.  Reiteraron que el Departamento de Risaralda no funge como ejecutor 
del proyecto, por tanto, no tiene ninguna injerencia o participación en la ejecución del 
mismo y ante las dificultades presentadas durante el proceso, es importante mencionar 
que todas las decisiones que implican alguna afectación directa o indirecta sobre el 
proyecto, recaen sobre la Universidad Tecnológica de Pereira en su calidad de entidad 
ejecutora. 

 

Afirma el representante judicial  del Ministerio de Educación Nacional, que  la 
competencia, en materia de Inspección y Vigilancia, se circunscribe a la verificación del 
cumplimiento efectivo de las normas de educación superior por parte de las instituciones 
de este nivel formativo y sus directivos. 

 

También informa que el constituyente dotó de autonomía universitaria a las instituciones 
de educación superior, principio que se encuentra consagrado en la Constitución Política 
de Colombia, donde se les reconoce a las universidades el derecho a darse y modificar sus 
estatutos, designar sus autoridades académicas y administrativas, crear, organizar y 
desarrollar sus programas académicos, definir y organizar sus labores formativas, 
académicas, docentes, científicas y culturales, otorgar los títulos correspondientes, 
seleccionar a sus profesores, admitir a sus alumnos y adoptar sus correspondientes 
regímenes y establecer, arbitrar y aplicar sus recursos para el cumplimiento de su misión 
social y de su función institucional.  

 

Aclara que en la base de datos de la Subdirección de Inspección y Vigilancia y se encontró 
que las señoras ANA LUCÍA CARDONA COLORADO y TATIANA SALAZAR MARÍN, no han 
interpuesto mediante queja, petición, reclamo o solicitud alguna en contra de la 
Universidad Tecnológica de Pereira, Colciencias-Departamento Administrativo de Ciencia 
Tecnología e Innovación, el Fondo de Ciencia, Tecnología e Innovación FCT el del Sistema 
General de Regalías y Otros. 

 

Considera que es improcedente la acción de tutela, indicando que según la SentenciaT‐
045 de 2008, se establecieron los siguientes criterios para determinar si, en un caso 
concreto, se está o no en presencia de un hecho superado, 1-Que con anterioridad a la 
interposición de la acción exista un hecho o se carezca de una determinada prestación que 
viole o amenace violar un derecho fundamental del accionante o de aquél en cuyo favor 
se actúa. 2. Que durante el trámite de la acción de tutela el hecho que dio origen a la acción 
que generó la vulneración o amenaza haya cesado. 3. Si lo que se pretende por medio de 
la acción de tutela es el suministro de una prestación y, dentro del trámite de dicha acción 
se satisface ésta, también se puede considerar que existe un hecho superado. Solicita su 
desvinculación. 

 



No se recibieron más pronunciamientos. 

 

2.1.  LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA.  

Existe legitimación en la causa por activa porque en la presente acción constitucional, las 
señoras ANA LUCÌA CARDONA COLORADO y TATIANA SALAZAR MARÌN, reclaman en su 
propio nombre la protección de sus derechos fundamentales a la Educación,  Igualdad en 
conexidad con el Debido Proceso 

 

Se acepta como coadyuvante en la presente acción, a la señora NATALIA CARDONA. 

 

Existe legitimación en la causa por pasiva porque las demandas se dirigieron en contra las 
entidades presuntamente responsables de la vulneración a los derechos fundamentales 
que invocaron las demandantes, a quienes se notificó en debida forma.   

  

2.2.  PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN.  

La demanda está dirigida en contra de entidades de orden nacional y departamental como 
COLCIENCIAS- DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE CIENCIA , TECNOLOGÍA E INNOVACIÒN; 
FONDO DE CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÒN FC TEL DEL SISTGEMA GENERAL DE 
REGALÍAS; ORGANO COLEGIADO DE ADMINISTRACIÒN Y DECISIÒN DEL FONDO; 
MINISTRIO DE CIENCIAS, TECNOLOGÍA E INNOACIÓN; UNIVERSIDAD TECNOLOGICA DE 
PEREIRA;  COLFUTURO; MINISTERIO DE HACIENDA; DEPARTAMENTO DE RISARALDA, 
razón por la cual se concluye que se trata de un caso de procedencia de la acción de tutela 
contemplado en el artículo 13 del Decreto 2591 de 1991.  

  

En cuanto a la inmediatez se observa que la acción se presentó dentro de los seis (6) meses 
siguientes a los hechos vulneradores y amenazantes de los derechos invocados.  

  

Sobre la subsidiariedad se tiene, que efectuado un análisis de los hechos  y pretensiones, 

con la  procedencia jurisprudencial, de este principio, es decir: (i) cuando no se disponga 

de otro medio de defensa judicial para exigir la protección de los derechos fundamentales 

que han sido amenazados o vulnerados; (ii) cuando a pesar de la existencia formal de un 

mecanismo alternativo, el mismo no es lo suficientemente idóneo o eficaz para otorgar 

un amparo integral; o (iii) cuando, a partir de las circunstancias particulares del caso, 

pese a su aptitud material, el mismo no resulta lo suficientemente expedito para evitar la 

ocurrencia de un perjuicio irremediable, evento en el cual procede el otorgamiento de un 

amparo transitorio, mientras el juez natural de la causa dirime la controversia, este 

Despacho considera que las actoras, no disponían de otro medio para buscar la protección 

de sus derechos, por lo que el mismo se cumple. 

 

Se examinará entonces, sobre la posible vulneración de los derechos impetrados. 

 

2.3.  PROBLEMA JURÍDICO.   

Determinar la procedencia de la acción Constitucional, para proteger los derechos 
fundamentales a la educación, la igualdad en conexidad con el debido proceso de las 
accionantes, para lo cual deberá establecerse si ¿la demora en los procesos 
administrativos internos de las respectivas entidades, para el efectivo desembolso de los 
recursos, en aras de suscribir los convenios interinstitucionales necesarios para dar inicio 
a sus procesos de formación generó la vulneración de los derechos invocados? Y en ese 
orden de ideas determinar si es procedente ordenar la inscripción y legalización en el 



doctorado al que aspiran como becarias de manera efectiva y oficial, tal y como lo 
pretenden?  

 

2.4.  FUNDAMENTOS DE LA DECISIÓN.   

 

Derecho a la educación - Sentencia T-106 de 2019 (Jurisprudencia).   
“El artículo 67 de la Constitución Política de Colombia, señala que la educación es un “derecho de la 

persona y un servicio público que tiene una función social”. Al tener una relación directa con la dignidad 

humana, esta Corte ha sostenido que se trata de un derecho fundamental pues es un presupuesto esencial 

para poder desarrollar los proyectos de vida de cada persona. Asimismo, es el punto de partida para la 

protección de los derechos consagrados en los artículos 26 y 27 constitucionales: la libertad para escoger 

la profesión u oficio, y las libertades de enseñanza, aprendizaje, investigación y cátedra. 

  

“La educación es también necesaria para garantizar el mínimo vital, la igualdad de oportunidades en el 

trabajo y la participación política, entre otros. De ahí que la jurisprudencia constitucional haya señalado 

que debe estar encaminada al acceso a la cultura, a la formación en derechos humanos, la paz y la 

democracia: 

  

“[L]a Corte ha indicado en distintos pronunciamientos que [la educación] (i) es una herramienta 

necesaria para hacer efectivo el mandato de igualdad del artículo 13 superior, en tanto potencia la 

igualdad de oportunidades; (ii) es un instrumento que permite la proyección social del ser humano y la 

realización de otros de sus demás derechos fundamentales; (iii) es un elemento dignificador de las 

personas; (iv) es un factor esencial para el desarrollo humano, social y económico; (v) es un instrumento 

para la construcción de equidad social, y (vi) es una herramienta para el desarrollo de la comunidad, 

entre otras características”.  

 

“Por otra parte, al ser un servicio público, la educación se encuentra a cargo del Estado y tiene prioridad 

en la asignación de recursos por hacer parte del gasto social, “su prestación debe ceñirse a los principios 

de eficiencia, universalidad, solidaridad social y redistribución de los recursos en la población 

económicamente vulnerable, y la regulación y diseño del sistema debe orientarse al aumento constante 

de la cobertura y la calidad.”  

 
 
Naturaleza del derecho a la educación de mayores de edad - Sentencia T-165 de 2020 
(Jurisprudencia).   
“Como derecho y como servicio público, la doctrina nacional e internacional han entendido que la 
educación comprende cuatro dimensiones de contenido prestacional (i) la asequibilidad o disponibilidad 
del servicio, que puede resumirse en la obligación del Estado de crear y financiar suficientes instituciones 
educativas a disposición de todos aquellos que demandan su ingreso al sistema educativo, abstenerse de 
impedir a los particulares fundar instituciones educativas e invertir en infraestructura para la prestación 
del servicio, entre otras; (ii) la accesibilidad, que implica la obligación del Estado de garantizar el acceso 
de todos en condiciones de igualdad al sistema aludido, la eliminación de todo tipo de discriminación en 
el mismo, y facilidades para acceder al servicio desde el punto de vista geográfico y económico; (iii) la 
adaptabilidad, que se refiere a la necesidad de que la educación se adapte a las necesidades y demandas 
de los educandos y que se garantice continuidad en la prestación del servicio, y (iv) la aceptabilidad, la 
cual hace alusión a la calidad de la educación que debe impartirse.”  
   
“Por otra parte, la jurisprudencia constitucional también se ha ocupado de estudiar la naturaleza del 
derecho a la educación de mayores de edad, en relación con los estudios de carácter superior, o 
universitarios. Así, ha argumentado que “la doctrina constitucional afirma el carácter de derecho 
fundamental a la educación, con independencia de la edad del titular del derecho, por la estrecha 
vinculación existente entre la educación y los valores del conocimiento, el libre desarrollo de la 
personalidad, la igualdad de oportunidades y el acceso a la cultura, entre otros. En este mismo sentido se 
han pronunciado varias sentencias, en las que se reconoce el derecho a la educación como fundamental 
para los adultos, por tratarse de un elemento esencial e inherente al ser humano.  
  



 “En suma, según la jurisprudencia Constitucional el derecho a la educación es fundamental, dado 
que: (i) es objeto de protección especial del Estado; (ii) es presupuesto básico de la efectividad de otros 
derechos fundamentales, como la escogencia de una profesión u oficio, la igualdad de oportunidades en 
materia educativa, la realización personal, el libre desarrollo de la personalidad, y el trabajo, entre 
otros; (iii) es uno de los fines esenciales del Estado Social y Democrático de Derecho; (iv) está 
comprendido por la potestad de sus titulares de reclamar el acceso y la permanencia en el sistema 
educativo o a uno que permita una “adecuada formación”; y (v) se trata de un derecho deber que genera 
obligaciones recíprocas entre todos los actores del proceso educativo.  

  

Derecho al debido proceso administrativo-(Jurisprudencia Sentencia T-591/15) 

“El artículo 29 de la Carta Política define el derecho fundamental al debido proceso como “el que se 

cumple con arreglo a los procedimientos previamente diseñados para preservar las garantías que 

protegen los derechos de quienes están involucrados en la respectiva relación o situación jurídica, 

cuando quiera que la autoridad judicial o administrativa deba aplicar la ley en el juzgamiento de 

un hecho o una conducta concreta, lo cual conduzca a la creación, modificación o extinción de un 

derecho o la imposición de una obligación o sanción”. Por lo anterior, es claro que la Constitución 

reconoce expresamente que el alcance y ámbito de protección de éste derecho fundamental no se 

limita a las actuaciones judiciales, sino que se hace extensivo, de igual forma, a las actuaciones que 

adelanta la administración. En ese orden, es claro que integra el ámbito de protección del derecho 

fundamental al debido proceso, el deber que tiene la administración de adelantar los procedimientos 

que están a su cargo siguiendo las reglas propias de define la ley o el reglamento, sin que haya lugar 

a que se exija el cumplimiento de condiciones adicionales o; que se haga una aplicación caprichosa 

de requisitos que pueden resultar más gravosos o; que se sancione por el incumplimiento de un 

requisito o formalidad que no fue previamente informado al ciudadano. Entre los innumerables 

procedimientos que la administración debe dirigir bajo el contenido del derecho fundamental al 

debido proceso, podemos identificar aquel relativo al otorgamiento de beneficios económicos o 

créditos especiales condonables para acceder a la educación superior.” 

 

3. CASO CONCRETO  

  

De conformidad con la jurisprudencia en cita, la procedencia excepcional de la acción de 
tutela está sujeta a la verificación de unos requisitos generales.  

 

Las señoras ANA LUCÌA CARDONA COLORADO, TATIANA SALAZAR MARÌN y NATALÍA 
CARDONA, han instaurado acción constitucional, tendiente a que se protejan los derechos 
fundamentales a la educación, la igualdad en conexidad con el debido proceso, 
pretendiendo con las mismas, que las entidades involucradas realicen el efectivo 
desembolso de los recursos; suscriban los convenios interinstitucionales necesarios; y se 
haga la inscripción y legalización de los doctorados de manera efectiva y oficial, para como 
becarias elegidas. 

 

En el asunto de estudio, es importante tener en cuenta que por tratarse de un 

macroproyecto donde se involucran diferentes actores (entidades del orden nacional, 

departamental, entes autónomos vinculados y adscritos a diferentes ministerios, 

alumnos o becarios), donde cada uno tiene que desarrollar puntuales actuaciones, 

cumplir requisitos, que hasta que no queden perfeccionados, no se puede continuar con 

el proyecto. 

 

El Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación, fue quien creó la CONVOCATORIA DEL 

PROGRAMA DE BECAS DE EXCELENCIA DOCTORAL DEL BIECENTENARIO, donde señala 

las pautas, requisitos y etapas de la misma, y fue potestativo de los aspirantes acatarlos y 



opcionar a los créditos educativos, y quienes cumplieron con ellos, salieron enlistados en 

diciembre 16 de 2020, como beneficiarios.   

 

El proyecto de regalías, fue aprobado mediante Acuerdo 05 del 1º de junio del presente 

año; el 15 de junio, la UTP envía carta aceptando ser ejecutora de los proyectos del 

departamento de Risaralda; el 11 de agosto se cumple con los requisitos que exige el 

Sistema de Regalías, para la formalización de las becas; el 29 de septiembre pasado, el 

Ministerio de Hacienda aprueba el proyecto de inversión, quedando desbloqueada la 

asignación para Risaralda.   En este momento, los beneficiarios deben cumplir con unos 

requisitos del crédito educativo condonable, para proceder a la inscripción y legalización 

del doctorado con Colfuturo.  Posteriormente Colfuturo debe enviar información a la UTP, 

de  quienes han cumplido con los requisitos para iniciar el trámite con el Sistema de 

Regalías y el Ministerio de Hacienda con el fin de realizar el pago de la matrícula del 

semestre y el sostenimiento y apoyo al becario. 

 

De las pruebas allegadas, se puede apreciar que efectivamente se vislumbra una 

vulneración del derecho a la educación de las accionantes, debido a la falta de planeación,  

tramitología interinstitucional, y diferentes dilaciones que ha tenido la convocatoria, 

pues claramente el cronograma de la misma establecía que el listado definitivo saldría el 

30 de abril de 2020, pero la lista de beneficiarios sólo se emitió hasta 16 de diciembre del 

año pasado, así mismo establecía el cronograma que en junio de 2020 culminaba la etapa 

de estructuración de proyectos para dar inicio a la etapa de cumplimiento de requisitos 

de viabilización del SNR, pero lo cierto es que sólo hasta el 29 de septiembre de este año, 

es decir hace escasos días, se superó  el  trámite  de  apropiación presupuestal para la 

entidad designada como ejecutora del proyecto de inversión, es decir la Universidad 

Tecnológica de Pereira, y que en esa medida,  sólo hasta ese momento podrá iniciarse con 

los trámites administrativos internos para la legalización de la ejecución del proyecto 

según los recursos aprobados. 

 

Debido a todas las dificultades, retrasos y demás externalidades presentadas en dicha 

convocatoria, las accionantes han visto frustradas sus expectativas de acceder de manera 

oportuna y a la par con los demás participantes a nivel nacional a sus programas de 

doctorado; viéndose avocadas a concurrir a dichos programas en calidad de asistentes 

con la esperanza de lograr legalizar su permanencia de manera adecuada para continuar 

con sus estudios. Al respecto la accionante Cardona Colorado en su escrito de tutela, 

indica que la universidad le manifestó que no  tenía  la  posibilidad  de  resolver  los  

problemas  que  tenían nuevamente  detenido  el  proceso  y  que  no les  permitía  realizar  

la legalización de las becas, pero que, al iniciar algunos doctorados durante ese mes, se 

les da la posibilidad a los becarios de estar en calidad de asistentes, hasta que los 

problemas se resuelvan, afirmando que en caso tal de que no se resuelvan, los asistentes 

becarios deberán decidir si pagar con recursos propios el semestre o abandonar 

temporalmente el proceso, hasta el año siguiente. 

 

Se puede apreciar de las pruebas que reposan en la presente actuación, que la mayor 

dilación en el proceso y por ende la vulneración de los derechos de las accionantes, como 

ya se indicó, obedeció al Ministerio de  Hacienda debido a la falta de desbloqueo 

presupuestal asignado para el departamento de Risaralda $1.111.170.315,10, lo cual se 

concretó el 29 de septiembre pasado, monto con el cual se realiza la apropiación 



presupuestal al proyecto de inversión con código BPIN 2020000100781, por lo que dicha 

dificultades escapaban de la órbita de la institución ejecutora UTP.  

 

El continuo retardo en el cumplimiento de las obligaciones de las entidades 

comprometidas en el programa, dilatan los términos prefijados, pues si uno de los entes 

incumple los plazos, paraliza el proceso, pues no se puede continuar hasta que el 

organismo implicado, cumpla su parte. Todas estas situaciones, no han permitido que las 

accionantes inicien su formación académica superior, y a claras luces vulneran su 

derecho a la educación y al debido proceso administrativo. 

 

Ahora bien, se observa que los nuevos calendarios académicos proponen como fecha de 

inicio el mes de febrero de 2022, para lo cual, a partir de la fecha actual le compete a la 

UTP, la ejecución del programa, con la etapa de inscripción y legalización de los 

doctorados y a cada becario la carga de aportar en las fechas allí señaladas, los 

documentos y llenar los requisitos exigidos en la CONVOCATORIA DEL PROGRAMA DE 

BECAS DE EXCELENCIA DOCTORAL DEL BIECENTENARIO, a fin de proceder a la 

inscripción en el doctorado elegido y de no verificarse de esta manera, no podrá 

concretarse la inscripción en el doctorado,  y mucho menos, la posibilidad de legalizar el 

crédito educativo condonable, que dicho sea de paso, está también supeditado al buen 

desempeño académico de cada estudiante durante el periodo de financiamiento (tres o 

cuatro años según el caso), pues de no ser así, Colfuturo estaría encargada de cobrar y 

recuperar dicha cartera. 

 

En ese orden de ideas y en aras de salvaguardar el derecho a la educación y debido 

proceso administrativo de las accionantes ANA LUCÍA CARDONA COLORADO, TATIANA 

SALAZAR MARÍN y NATALIA CARDONA -coadyuvante- se ordenará a la UNIVERSIDAD 

TECNOLOGICA DE PEREIRA en su calidad de institución ejecutora, adelantar de manera 

inmediata todos los trámites a su cargo con el fin de garantizar que las accionantes, 

culminen exitosamente el proceso de inscripción y legalización como becarias en los 

doctorados de su interés  antes del inicio de cada programa, proyectado según los 

calendarios académicos para febrero de 2022, sin sobrepasar el último día de dicho mes, 

siempre y cuando las becarias cumplan oportunamente con todas las exigencias 

establecidas en el programa DE BECAS DE EXCELENCIA DOCTORAL DEL 

BICENTENARIO.  

 

Se desvincularan a los demás integrantes de la parte pasiva directos y vinculados, excepto 

al Ministerio de Ciencia y Tecnologías, Ministerio de Hacienda, Colfuturo y OCAD, por 

cuanto eventualmente se podría requerir su intervención para el efectivo cumplimiento 

de la orden emitida a la institución ejecutora, en el entendido de que aún no se ha 

finalizado el proceso de implementación completa del programa de Becas de Excelencia 

Doctoral del Bicentenario. 

 

EL Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, Risaralda, administrando justicia en 
nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley,   

  

FALLA  

  



PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales impetrados por las señoras ANA LUCÍA 

CARDONA COLORADO, quien se identifica con la cédula de ciudadanía número 

1.088.248.082; TATIANA SALAZAR MARÍN, identificada con la cédula de ciudadanía número  

1088.299.578; y NATALIA CARDONA, identificada con el documento número 

1.093.219276. 

 

SEGUNDO: ORDENAR a la UNIVERSIDAD TECNOLOGICA DE PEREIRA en su calidad de 

institución ejecutora, adelantar de manera inmediata todos los trámites a su cargo con el 

fin de garantizar que las accionantes, culminen exitosamente el proceso de inscripción y 

legalización como becarias en los doctorados de su interés antes del inicio de cada 

programa, proyectado según los calendarios académicos para febrero de 2022, sin 

sobrepasar el último día de dicho mes, siempre y cuando las becarias cumplan 

oportunamente con todas las exigencias establecidas en el PROGRAMA DE BECAS DE 

EXCELENCIA DOCTORAL DEL BICENTENARIO. 

 

TERCERO: Desvincular a los demás integrantes de la parte pasiva, excepto al Ministerio 

de Ciencia y Tecnologías, Ministerio de Hacienda, Colfuturo, OCAD, por lo dicho en el 

acápite anterior. 

 

CUARTO: NOTIFÍQUESE a las partes el contenido de este fallo por el medio más expedito 

y eficaz, conforme lo dispuesto en el artículo 16 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 

5º del Decreto 306 de 1992. El incumplimiento a este fallo lo hará incurrir en desacato 

sancionable conforme el art. 52 ibidem. 

 

QUINTO: ORDENAR el envío de la presente acción ante la Honorable Corte Constitucional 

para su eventual revisión, en caso de no ser oportunamente impugnada dentro de los 

tres (03) días siguientes a su notificación. 

 

NOTIFÍQUESE, 

 

  

La Juez, 

 

 

 

MAGDA LORENA CEBALLOS CASTAÑO 

  

 

  

  

 



        

        

Misión
La Universidad del Valle tiene como misión
formar en el nivel superior, mediante la
generación, transformación, aplicación y
difusión del conocimiento en los ámbitos de las
ciencias, la técnica, la tecnología, las artes, las
humanidades y la cultura en general.
Atendiendo a su carácter de universidad estatal,
autónoma y con vocación de servicio social,
asume compromisos indelegables con el
desarrollo de la región, la conservación y el
respeto del medio ambiente y la construcción de
una sociedad más justa y democrática.

Visión
Ser reconocida como una Universidad
incluyente con altos estándares de calidad y
excelencia, referente para el desarrollo regional
y una de las mejores universidades de América
Latina.

Cali, 17 de julio de 2025

Felicidades, este es el comienzo de un nuevo gran logro en su vida

En nombre de la Dirección General de la Universidad del Valle nos complace darle la bienvenida. Usted ha
sido admitido(a) al Programa Académico de Posgrado 9197 - DOCTORADO EN CIENCIAS AMBIENTALES
para el período AGOSTO - DICIEMBRE 2025.

Para oficializar su ingreso a la Universidad usted deberá realizar los siguientes trámites:

• PASO 1 - REALIZAR LA MATRÍCULA FINANCIERA
• PASO 2 - REALIZAR LA MATRÍCULA ACADEMICA
• RESERVA DE CUPO

Si usted no realiza la matrícula financiera y académica en las fechas establecidas, podrá perder el cupo.

Cordialmente,

MARTHA SOFÍA COTACIO TORRES
JEFA
División de Admisiones y Registro Académico

LUDMILA MEDINA MONROY
COORDINADORA
Área de Admisiones

A CONTINUACIÓN, SE DETALLAN LOS PASOS A SEGUIR PARA EL INGRESO A LA UNIVERSIDAD.

Esta información estará disponible para consultar por tiempo limitado, por tal razón se recomienda imprimir o
guardar toda la información que aparece a continuación:

Paso No 1

Vicerrectoría Académica
División de Admisiones y Registro Académico
Área de Admisiones

MATRÍCULA FINANCIERA - PROGRAMAS DE POSGRADO

Vicerrectoría Académica
División de Admisiones y Registro Académico
Área de Admisiones

print X

Usted debe ponerse en contacto con el programa académico para que le informe los documentos requeridos para
realizar la solicitud del recibo de pago. Es importante tener en cuenta las siguientes recomendaciones:

1.

Descuento por votación: El estudiante debe presentar fotocopia de la cédula por ambos lados y fotocopia del
certificado electoral del 29 de Octubre de 2023, ambos documentos en una misma hoja tamaño carta en formato
PDF, colocar código de estudiante y código de plan, en la parte superior derecha y entregarlo en la oficina del
programa académico.

a.



Pago sin recargo:

• Valor total o primera cuota: Hasta el 6 de agosto de 2025.

Pago con recargo:

• Valor total o primera cuota: 8 de agosto de 2025.
• Segunda cuota: 8 de septiembre de 2025.
• Tercera cuota: 8 de octubre de 2025.

Paso No 2

Vicerrectoría Académica
División de Admisiones y Registro Académico
Área de Admisiones

MATRÍCULA ACADÉMICA - PROGRAMAS DE POSGRADO

Para formalizar su matrícula académica, es requisito indispensable realizar el pago de la matrícula financiera en las fechas y entidad
estipulada. 

Los días 11 y 12 de agosto de 2025, podrá realizar la matrícula académica para el período Agosto - Diciembre 2025, a través del
Sistema de Registro Académico y Admisiones – SIRA, accediendo desde la página web: https://registro.univalle.edu.co/ →
Estudiantes Posgrado → Fecha de Matrícula Académica

Para ingresar deberá seleccionar la Facultad correspondiente y utilizar su usuario (login) y la contraseña que asignó al descargar el
recibo de pago.

En caso de requerir asesoría, comuníquese con la Dirección de su Programa Académico durante las fechas establecidas. 

Credenciales de acceso

• Formato del Usuario (login): Su login corresponde a los últimos 7 dígitos de su código de estudiante, seguido de un guion "-"
y el código del programa al cual fue admitido.

El 1 de agosto de 2025, la Universidad le enviará al correo electrónico que usted registró en el formulario de
inscripción, un enlace para que asigne la contraseña de acceso a los sistemas académicos para descarga del recibo de
pago y registro de matrícula. En caso de que no tenga acceso al correo electrónico que registró o que lo haya ingresado de
manera errada, debe reportar el cambio de correo electrónico a sistemas.registro@correounivalle.edu.co, indicando: Nombre
completo, código de estudiante, programa académico, sede, número de documento de identificación y correo electrónico a
modificar.

2.

Si el día  1 de agosto de 2025  no ha recibido el mensaje con el enlace, debe ingresar con su usuario
a  http://swebse58.univalle.edu.co/sac/sac.php/solicitarClave  para asignar su contraseña. En el siguiente enlace
encontrará una guía y unas diapositivas que describen los procedimientos para cambio o asignación de contraseña. (Ver
Guía)

a.

El usuario corresponde a los 7 últimos dígitos del código de estudiante, seguido de guion medio y el código de programa
académico. Ejemplo: Si su código es 202500000 y su programa es 7416, el usuario será 2500000-7416

b.

El recibo de pago para el período Agosto - Diciembre de 2025, lo podrá descargar desde la página web de matrícula
financiera  https://matriculafinanciera.univalle.edu.co/,  en la opción "Acceso MATFIN",  a partir del  1 de agosto de
2025. Para descargar el recibo debe acceder con su USUARIO Y LA CONTRASEÑA que usted asignó.

c.

El pago del recibo de Matricula Financiera lo puede realizar de la siguientes formas:3.

PAGOS EN LA ENTIDAD BANCARIA:a.

Puede realizar el pago en efectivo, cheque de gerencia o cesantías directamente en las oficinas del Banco de
Bogotá y Banco Davivienda, presentando el recibo de pago que la universidad le generó.

i.

Con tarjeta de crédito o débito directamente desde el aplicativo de descarga del recibo de pago.ii.

PAGO ONLINE: con tarjeta débito o crédito directamente desde el aplicativo de matrícula financiera. Tenga en cuenta
que estos son los únicos medios aprobados para realizar el pago y que el pago por PSE solo lo puede realizar
directamente desde el aplicativo de descarga de recibos.

b.

PAGO VERDE: Descargando en formato digital su recibo de pago a su dispositivo móvil (smartphone, tablet) desde la
plataforma de Matrícula Financiera y lo presente en las cajas de Banco de Bogotá

c.

PLAZO PARA PAGO EN EL BANCO:d.

https://registro.univalle.edu.co/
http://swebse58.univalle.edu.co/sac/sac.php/solicitarClave
https://matriculafinanciera.univalle.edu.co/10-general/22-guias-usuario#guia-para-cambiar-o-solicitar-contrasena-de-matfin
https://matriculafinanciera.univalle.edu.co/10-general/22-guias-usuario#guia-para-cambiar-o-solicitar-contrasena-de-matfin
https://matriculafinanciera.univalle.edu.co/


📌 Ejemplo: Si su código es 202500000 y fue admitido al programa 7416, su login será:
2500000-7416 (sin incluir la centuria "20").

• Recuperación o asignación de contraseña:  Si olvidó su contraseña o desea cambiarla, puede hacerlo a través del siguiente
enlace: https://swebse58.univalle.edu.co/sac/sac.php/solicitarClave Utilice su login como nombre de usuario. Para más información,
consulte la Guía para cambio y solicitud de contraseña de Sistemas Académicos.

Tenga en cuenta: 

• La División de Admisiones y Registro Académico no asigna ni genera contraseñas de acceso a los Sistemas Académicos. 

• Al correo electrónico registrado en su formulario de inscripción no le llegará ninguna contraseña, solo las indicaciones para
asignarla o recuperarla.

Recomendaciones Importantes

• Comuníquese con la Dirección de su Programa Académico, para obtener orientación sobre el proceso de matrícula, la selección de
asignaturas y la fecha de inicio de clases. Puede consultar los correos electrónicos de los programas académicos de Posgrado en
el siguiente enlace: https://registro.univalle.edu.co/direcciones-de-correo/

• Revise el Calendario Académico de Posgrado para el período Agosto - Diciembre 2025 en
http://registro.univalle.edu.co/calendarios

• Para más información sobre el proceso de matrícula académica vía web, consulte: https://registro.univalle.edu.co/ → Estudiantes
Posgrado → Guías de procesos en el sistema → Instructivo Matrícula Académica

• Verifique con la Dirección del Programa de Posgrado la programación de actividades de inducción y demás pasos a seguir. 

INFORMACIÓN PARA EXTRANJEROS 

Los admitidos extranjeros deben presentar en la Dirección de Programa de Posgrado los siguientes documentos legibles y
escaneados a color con una resolución de 300 ppp y ampliados al 150%, por ambos lados en una misma hoja, con orientación
vertical por tipo de documento, compilado en un solo archivo en formato PDF. El tamaño del archivo no debe superar las 2 MB,
según sea el caso. 

Ciudadanos Extranjeros. Deben presentar los siguientes documentos vigentes, según su situación: 

• Pasaporte con Cédula de Extranjería y VISA: Entregue el Pasaporte, la Cédula de Extranjería y la VISA vigente (Tipo V, M o
R) o la que haga sus veces, según la categoría que le otorgue la Cancillería de Colombia y que le permita realizar estudios
conducentes a títulos de educación superior en Colombia, autorizada para la Universidad del Valle. Todos en un solo archivo
formato PDF. 

• Sin Cédula de Extranjería: Entregue el Pasaporte con la VISA vigente (Tipo V, M o R) o la que haga sus veces, según la
categoría que le otorgue la Cancillería de Colombia y que le permita realizar estudios conducentes a títulos de educación
superior en Colombia, autorizada para la Universidad del Valle. Este documento debe estar inscrito en el Registro de
Extranjeros de Migración Colombia para tramitar la Cédula de Extranjería, conforme a la reglamentación vigente del Ministerio
de Relaciones Exteriores de Colombia. Posteriormente, descargue y anexe la Certificación del estado de Cédula de
Extranjería de la página web de Migración Colombia al archivo formato PDF.

Una vez Migración Colombia le entregue la Cédula de Extranjería, debe presentar copia escaneada a color por ambos
lados, ampliada al 150 % y en orientación vertical, en un solo archivo formato PDF.

Información Adicional:

• Visas: https://www.cancilleria.gov.co/tramites_servicios/visa
• Cédula de Extranjería: https://www.migracioncolombia.gov.co/ 

Extranjeros de Nacionalidad Venezolana. Deben presentar los siguientes documentos vigentes, según su situación: 

• Permiso por Protección Temporal (PPT): Entregue el Permiso por Protección Temporal (PPT) vigente, con el Pasaporte y la
Cédula de Identidad Venezolana en un solo archivo en formato PDF. 

En caso que el pasaporte se encuentre vencido, puede entregarlo junto con los demás documentos. Si no lo tiene, debe
presentar los otros documentos disponibles. 

Tenga en cuenta que: 

Presentar estos documentos vigentes, es requisito indispensable para el registro de su matrícula académica. 

https://swebse58.univalle.edu.co/sac/sac.php/solicitarClave
https://registro.univalle.edu.co/wp-content/uploads/2024/05/guia_gestion_claves.pdf
https://registro.univalle.edu.co/direcciones-de-correo/
http://registro.univalle.edu.co/calendarios
https://registro.univalle.edu.co/
https://www.cancilleria.gov.co/tramites_servicios/visa
https://www.migracioncolombia.gov.co/


NOTA: SI USTED NO ENTREGA ESTOS DOCUMENTOS, NO PODRÁ MATRICULARSE EN EL RESPECTIVO PERÍODO
ACADÉMICO.

Paso No 3

Vicerrectoría Académica
División de Admisiones y Registro Académico
Área de Admisiones

Reserva de cupo

La Universidad del Valle reservará hasta por un (1) año el cupo a los estudiantes que hayan sido admitidos y requieran realizar
trámites para la consecución de recursos financieros, presenten problemas de salud o por razones de calamidad doméstica, caso
fortuito o fuerza mayor que les imposibilite iniciar su estudio en el periodo en que fue admitido. Cualquiera de estas situaciones
deberá ser certificada por las instancias pertinentes o autoridades competentes.

Requisitos para la reserva de cupo:
• Haber sido admitido reglamentariamente a primer semestre en un Programa Académico de Posgrado de la Universidad del

Valle.
• Cumplir con alguna de las causales de reserva mencionadas en la Resolución 036 del 19 de marzo de 2024 de la Vicerrectoría

Académica.

Procedimiento para realizar reserva de cupo
Entre el 18 de julio y el 14 de agosto de 2025 podrá realizar el procedimiento de reserva de cupo para ello, en la página web del
Área de Admisiones http://admisiones.univalle.edu.co, de clic en la opción Posgrados - Profesionales, seleccione la sede
correspondiente y de clic en el botón Reserva de Cupo.
.
Digite el código con el cual fue admitido y el número de referencia que aparece en su Constancia de Inscripción y a continuación
de clic en Continuar. Le aparecen sus datos personales y el programa académico al cual fue admitido. Los pasos para realizar
lareserva de cupo son:

• Seleccione en la lista desplegable el motivo de la reserva de cupo. Recuerde que no se aceptará otro motivo no contemplado
en normativa.

• Escriba en el espacio que aparece a continuación la información que justifique la solicitud de reserva de cupo. La información
que suministre para justificar la reserva debe ser clara y precisar el motivo de esta.

• Adjunte su documento de identificación escaneado en formato PDF.
• Adjunte los documentos soporte en un solo archivo PDF, que requiera anexar para justificar su reserva de cupo.

Al terminar los pasos anteriores el sistema le generará una constancia que confirma que ha realizado su solicitud de Reserva de
Cupo. Imprima o guarde esta constancia para cualquier reclamación posterior.

El Comité del Programa estudiará la solicitud hasta el 20 de agosto de 2025, a partir del 22 de agosto de 2025 podrá descargar la
respuesta a la solicitud, para ello ingrese a la página web del Área de Admisiones http://admisiones.univalle.edu.co, de clic en la
opción Posgrados - Profesionales seleccione la sede correspondiente y de clic en el botón Respuesta de Reserva de Cupo.

Debe imprimir o guardar la respuesta de la solicitud de reserva y seguir el procedimiento que se indica en ella para realizar el
trámite de devolución de cupo en los dos períodos siguientes (un año), siempre y cuando el programa al cual fue admitido
convoque a inscripción.

Debe estar pendiente de las fechas de inscripción para cuando el programa convoque a inscripciones sin exceder el año límite de
la Reserva de Cupo y realizar el procedimiento que se encuentra definido en este Manual de Inscripción para retomar el cupo. De
no realizar lo indicado en la información de la respuesta de la solicitud, PUEDE PERDER EL CUPO.
Recuerde que si realiza la Reserva de Cupo no podrá continuar con el proceso de Matrícula Financiera y Matrícula Académica en
el período en el cual fue admitido.

Procedimiento para recuperar el cupo
La recuperación de la reserva de cupo la podrá realizar en las fechas establecidas en el calendario para las inscripciones
siguiendo el procedimiento descrito a continuación:

Ingrese a la página web del Área de Admisiones: http://admisiones.univalle.edu.co, de clic en la opción Posgrados -Profesionales
seleccione la sede correspondiente y de clic en el botón Activar el cupo.

Digite su número de identificación con el cual realizó la reserva de cupo. Si usted tiene una reserva de cupo aprobada el
sistema le mostrará la información y lo dirigirá a la Aplicación de Inscripción y Admisión.

1.



 

Verifique que la información del formulario de inscripción esté correcta o realice los cambios correspondientes.2.

Una vez termine de diligenciar el formulario el sistema le dará una constancia de inscripción donde aparece el código y el
número de referencia que necesitará para consultar los resultados de admisión y el casillero digital. Se le recomienda
imprimir, guardar o tomarle una foto nítida a esta constancia para cualquier reclamación posterior.

3.

Durante la publicación de resultados compruebe que su código aparezca al inicio del listado de admisión del programa.4.

Descargar la información del casillero digital, en la fecha establecida en el calendario y seguir cada uno de los pasos
indicados para realizar la matrícula financiera y académica.

5.
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